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RESUMEN

El presenta artículo analiza la progresiva pérdida de significado de la ex-
presión “democracia representativa” en los Estados europeos contempo-
ráneos, a través del estudio de las transformaciones que se han producido 
en las funciones de la representación política desde su inicial formulación 
en tHoMas Hobbes hasta las actuales democracias pluralistas. El artículo 
plantea dos grandes líneas de trabajo para el análisis constitucional de la 
representación política. Por una parte, que la representación sería eficaz a 
la hora de expresar intereses generales y de dar una impresión de consen-
so, pero ineficaz en la medicación e integración de los concretos intereses 
empíricos, lo que provocaría una descomposición del nexo entre sociedad y 
Estado que se intenta recomponer a través de procedimientos fragmentarios 
de concertación y participación. Por otra parte, que ya no es posible inter-
pretar la representación política desde el arsenal teórico de la soberanía del 
Estado que entiende la representación como “representación en el Estado”, 
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sino desde el entendimiento democrático de la soberanía en las democracias 
pluralistas que aboga por una “representación frente al Estado”.
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ABSTRACT

This Article deals with the gradual loss of meaning of the term “representative 
democracy” in contemporary European States, through the analysis of the 
transformations that has taken place in the functions of political representation 
from tHoMas Hobbes to pluralist democracies. The Article arises two broad 
lines of constitutional analysis of political representation to work with: In 
one hand, political representation would be able to express general interest 
and consensus, but unable to mediate and integrate empirical interests. In 
the other hand, is not further correct a state-sovereignty based interpretation 
of political representation (representation in the state), but a democratic-
sovereignty based approach to it as representation in front of the state.
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1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

Como ya he manifestado en otra ocasión en las páginas de esta revista1, en mi 
opinión uno de los problemas centrales con que se enfrenta el constituciona-
lismo de nuestros días es la fragmentación del sujeto político contemporáneo. 
y lo es porque, a la luz de esta realidad social, categorías centrales de cons-
titucionalismo (derechos, igualdad, autonomía, representación, soberanía, 
democracia, ciudadanía, separación Estado-sociedad ) pensadas a la vista 
de un Estado muy reducido en sus funciones y de una sociedad relativamen-
te poco compleja donde operaban mecanismos tradicionales de jerarquía, 
exclusión, control y estructuración social, han ido perdiendo capacidad 
explicativa y articulación teórica, lo que complica de forma determinante su 
manejo dogmático. Se impone así un proceso de crítica y reformulación de 
estas categorías no sólo para el estudio de la Constitución como fenómeno 
social, sino también, y de forma particularmente acentuada, para una inter-
pretación y aplicación jurídica de las constituciones que incorpore el dato 

1 Ver M. criado, “La igualdad en el constitucionalismo de la diferencia”, en Revista de 
Derecho del Estado, n.º 26, enero-junio 2011, pp. 9-11. 
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real, que no es sólo la norma, sino el contexto de interacción social en el 
que esa norma surge y sobre el que proyecta su imperatividad y sus efectos. 
De ahí también la necesidad de un conocimiento teórico, estructural, de las 
categorías centrales del constitucionalismo, que articule y dote de sentido al 
conocimiento técnico-jurídico.  

La representación política ha sido durante dos siglos una categoría cen-
tral del constitucionalismo a través de la cual se han pretendido explicar y 
sistematizar las complejas, y a menudo contradictorias, relaciones que se 
dan entre derecho y política, entre Estado y sociedad, siendo así un puente 
de unión entre los estudios de ciencia política, sociología, teoría del Estado, 
teoría de la constitución y derecho constitucional. Sin embargo, desde la 
llegada del sufragio universal, la representación política sufre un proceso de 
desestructuración al estar llamada a cumplir funciones para las que no estaba 
pensada en su formulación original y ser incapaz de cumplir las funciones 
que en un principio se le asignaron, al tiempo que aumentaban las funciones 
del Estado, afloraba en el ámbito público la diversidad y fragmentación so-
cial, y las determinaciones que el capitalismo imponía al Estado se hacían 
más complejas y difíciles de satisfacer a través de la estructura institucional 
original de los Estados liberales. Ello se traduce en que, aunque la represen-
tación sigue siendo la forma del poder estatal, tanto en su versión estática de 
autoridad unitaria, como en su versión dinámica de integración de intereses 
sociales, cada vez resulta más complicado, a la luz del funcionamiento real 
de las cosas, establecer qué significa que un órgano representa al pueblo 
en su totalidad y cómo se relaciona semejante afirmación con la soberanía 
popular, con el reconocimiento constitucional del pluralismo y con el ideal 
democrático de emancipación humana propio del constitucionalismo.

El estudio de las transformaciones que la representación política sufre 
en las democracias contemporáneas puede abordarse, al menos, desde dos 
perspectivas: una, fenomenológica, que registra y describe los distintos 
hechos sociales y normativos que suponen cambios tanto en el sustrato real 
que sirvió de referencia, como en la articulación jurídico-constitucional de 
la representación política2. Otra, analítica, que trata de establecer el signifi-
cado de los términos “representación” y “política” a la luz de la evolución 
del uso jurídico-constitucional de la expresión. En el presente trabajo, aun-
que se combinan ambas perspectivas, predomina la analítica, por cuanto 
el objetivo final del estudio es establecer los distintos ámbitos de análisis 
jurídico-constitucional de la representación política en las democracias con-
temporáneas y, de esta manera, las consecuencias que en la consideración de 
lo constitucional provocan estas transformaciones.

Las tesis que se sostienen en el trabajo son fundamentalmente dos: 

2 Un análisis de este tipo puede ver en a. barbera. “La rappresentanza política: un mito 
in declino?”, en Quaderni costituzionali, n.º 4, 2008, pp. 853-886.
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1. que la representación política, referida al conjunto del sistema polí-
tico-institucional y no sólo a las instituciones parlamentarias, cumple una 
función de legitimación general o consensual del Estado y de sus relaciones 
estructurales con el modo de producción, pero incumple cada vez más la 
función de legitimación concreta, mediante la representación de los intereses 
reales fragmentados de una sociedad atomizada en las demandas propias del 
reconocimiento y de los valores postmaterialistas. Dicho de otro modo, la 
representación sería eficaz a la hora de expresar intereses generales, sobre 
los que crearía una impresión de consenso, pero ineficaz en la labor de me-
diación e integración en el Estado de los intereses empíricos. Ello provoca-
ría una progresiva descomposición del nexo entre sociedad y Estado, cuya 
manifestación social más evidente es la apatía ciudadana y la desconfianza 
en la política, pero, al mismo tiempo, se da un intento de recomposición a 
través de formas participativas y de iniciativa popular. 

2. No se puede seguir sosteniendo la idea de que la soberanía popular 
debe entenderse como soberanía del Estado (para evitar la dualidad sociedad-
Estado) y que la representación debe entenderse como “representación en el 
Estado” (es el mismo pueblo el que gobierna a través de representantes). Por 
el contrario, la soberanía popular debe interpretarse teniendo en cuenta que la 
unidad política del pueblo no es un presupuesto de partida, sino un objetivo 
que la constitución pone a las instituciones político-representativas y que, en 
tanto se logre, el pueblo es una instancia externa al Estado-aparato a la que, 
en su diversidad y fragmentación real, la constitución dota de instrumentos de 
decisión, influencia y dirección política sobre el Estado aparato como titular 
de la soberanía. Dicho de otro modo, el carácter estructuralmente represen-
tativo de los Estados contemporáneos implica la necesaria distinción entre 
gobernantes y gobernados, entre sociedad y aparato. El carácter específica-
mente democrático de los Estados contemporáneos supone que no es posible 
sostener la integración abstracta de la sociedad en el aparato decisional del 
Estado, sino la previsión concreta de instrumentos de ejercicio de la soberanía 
y de participación sectorial o territorial que, en términos generales, pueden 
caracterizarse como representación de intereses concretos ante el Estado. 

La representación cumple dos funciones esenciales en el constituciona-
lismo contemporáneo, que se corresponden con dos momentos o aspectos de 
la misma. Por una parte, la función de unificación política en el vértice del 
Estado. Esta función se corresponde con un concepto estático de represen-
tación como situación o poder del representante que expresa el Estado como 
unidad de decisión, es decir, como dominación. Por otra parte, la función de 
mediación e integración de los intereses sociales fragmentados en el aparato 
del Estado. Esta función se corresponde con un concepto dinámico de repre-
sentación, entendida como relación  de los intereses y demandas ciudadanas 
con la autoridad, de suerte que pueda afirmarse que la sociedad participa en 
el poder y la decisión estatal. La primera función constituye la autoridad. La 
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segunda la califica como expresión de la sociedad. La primera se corresponde 
con la concepción unitaria del Estado; la segunda, con el reconocimiento 
constitucional del pluralismo. 

La articulación concreta de las relaciones entre una y otra función co-
rresponde a cada texto constitucional y es un problema de interpretación 
dogmática que involucra de forma compleja elementos relativos a la forma de 
Estado (la afirmación del carácter democrático del Estado, la relación entre las 
necesidades representativas del funcionamiento estatal y la atribución de la 
soberanía al pueblo, las consecuencias interpretativas del reconocimiento del 
pluralismo) y a la forma de gobierno (la atribución de funciones y competencias 
de dirección política, el reconocimiento o no de instituciones participativas 
como formas de ejercicio de la soberanía y su carácter vinculante o no, su 
encuadramiento o no en el contenido de los derechos políticos, etc.). Sin 
embargo, existen elementos estructurales de carácter teórico que, de forma 
más o menos expresa,  fundamentan en todos los textos constitucionales la 
consideración unitaria de ambas funciones de la representación, con el ob-
jetivo de abordarlas más como momentos o caracteres de la representación, 
que como dos conceptos distintos que mantienen relaciones contradictorias. 

La evolución de las circunstancias reales (económicas, sociales, políticas) 
en las que se produce el desarrollo constitucional provoca limitaciones, trans-
formaciones y rearticulaciones de estas dos funciones de la representación 
política. La representación es cada vez más incapaz de realizar la unificación 
política en el vértice del Estado sin tentaciones autoritarias y de integrar con-
temporáneamente el mosaico social de discursos e intereses sin exclusiones 
conflictivas. Los Estados democráticos contemporáneos se mueven entre dos 
tendencias que, aunque mutuamente implicadas, mantienen relaciones con-
tradictorias difíciles de sistematizar: una tendencia que podríamos calificar 
como  “democracia consensual” y que privilegia la función de unificación 
política en las cuestiones estructurales del Estado frente a la función de 
participación política de sus ciudadanos. La función de unificación política 
requiere aliviar el vértice del Estado de la sobrecarga de demandas que afecta 
su estabilidad mediante una multiplicación de instituciones y procedimientos 
participativos de carácter territorial, administrativo o sectorial que no afecten 
a esas cuestiones estructurales del Estado y en donde la atomización social 
de intereses encuentre adecuada expresión, lo que se correspondería con una 
segunda tendencia que podemos denominar como “democracia participativa”. 

Desde un punto de vista jurídico-constitucional, a ello se une la pérdida 
de centralidad que la categoría “representación política” ha sufrido en el 
constitucionalismo de nuestros días a favor de los “derechos fundamentales” 
como categoría de referencia en la interpretación y explicación de todo lo 
constitucional. Se trata de lo que Maurizio FioraVanti ha llamado “un evi-
dente proceso de disociación entre política y constitución” que convierte esta 
última cada vez más en el resultado de una interpretación jurisdiccional y 
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cada vez menos en el fruto político de la voluntad del pueblo soberano y de 
sus representantes, continuamente renovada en los procesos de interacción 
social3.  De esta suerte, “democracia representativa” es una expresión que 
progresivamente pierde significado específico capaz de denotar un régimen 
de gobierno concreto y se ve reducida a constatar simplemente que, en las 
democracias contemporáneas, existe una separación funcional y competencial 
entre autoridad y gobernados. Desde el punto de vista de la “representación”, 
la expresión pierde significado porque la función específica de ésta, consistente 
en realizar la síntesis política, la dominación del pueblo como unidad sobre 
el pueblo como multiplicidad,  no es necesario que se haga en el parlamento 
a través de la ley, sino que ya la realiza en parte la constitución a través de 
los derechos fundamentales y, en lo restante, el poder ejecutivo mediante sus 
competencias de conducción política, policía y represión. Desde el punto de 
vista de la “democracia”, la expresión pierde significado porque el concepto 
de democracia cada vez se usa menos para denotar específicamente la relación 
entre gobernantes y gobernados y más como un sinónimo de “constitución”, 
englobando en su significado la ideología del constitucionalismo, la garantía 
de los derechos fundamentales, el gobierno limitado mediante un reparto 
funcional y competencial entre órganos y la soberanía popular como otro 
principio más dentro del conglomerado democrático, funcionalizado así a las 
exigencias de mantenimiento de los otros contenidos de significado. 

2. EL CONCEPTO DUAL DE REPRESENTACIÓN y SU EVOLUCIÓN HISTÓRICA 

2.1. La representación absortiva 

En términos abstractos, el concepto de representación remite a dos ideas 
interrelacionadas entre si. De una parte, una idea estática de representación, 
según la cual el poder representa a la sociedad en su unidad política. Puesto 
que la sociedad como unidad política o de decisión no existe por sí misma, 
ya que en términos reales no es sino una multitud atomizada de voluntades 
e intereses, su consideración unitaria es una abstracción que sólo tiene exis-
tencia real a través de un poder que hable en nombre de la totalidad social: se 
trata por tanto de una representación creativa en el sentido de que da origen 
a la unidad política social (pueblo, nación) que sólo se hace presente como 
representación4. Para algunos autores, este componente de la representación 
es inherente al poder y se produce en todo proceso histórico en que una agru-

3 Cfr. M. FioraVanti. Costituzione e popolo sovrano: la costituzione italiana nella storia 
del costituzionalismo moderno, Bolonia, Il Mulino,1998, pp. 19-21.

4 En el ámbito filosófico, éstas cuestiones han sido estudiadas a través del concepto de 
representación-imagen por H.d. gadaMer. Verità e metodo, Milán, Bompiani, 1983, pp. 176-
191. Este carácter creativo, ya fue señalado por uno de los maestros de gadaMer, M. Heidegger, 
Nietzsche, Paris, Gallimard, 1971, p. 273: “El ‘representante’ tiene su esencia genuina sólo allí 
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pación social se articula políticamente5. Sin embargo, la formulación histórica 
del concepto estático de representación se produce ligada a una organización 
política concreta, el Estado absoluto, que significa una centralización y con-
centración del poder que no es comparable a otras organizaciones políticas 
históricas, y con la intención de dotar de un fundamento racional de carácter 
social a ese nuevo poder. Consecuentemente, creo que es ese contexto his-
tórico el que dota de significado al concepto estático de representación y en 
el que, por tanto, debe abordarse su estudio: en su concreta relación con el 
Estado y las transformaciones que a este respecto suponen las democracias 
constitucionales contemporáneas.

La representación es una de las ideas más profundamente innovadoras, 
ricas y complejas del pensamiento político moderno. y lo es hasta el punto 
de que puede afirmase con propiedad que la representación funda la moderna 
teoría política desde el momento en que permite teorizar racionalmente el 
Estado como una forma política de concentración del poder con un fundamento 
estrictamente social. La representación es el instrumento que consiente una 
formulación unitaria y abstracta del Estado, por cuanto permite relacionar 
en el pensamiento el hecho histórico de la concentración y centralización del 
poder en el Estado absoluto, con las características del grupo humano cuya 
obediencia el poder reclama y que justifica su carácter concentrado, expre-
sándose todo ello mediante una formalización jurídica. Esta es la función de 
la raepresentatio assortiva que funda el Leviatán de tHoMas Hobbes. De la 
mano de la representación, el Estado entra como categoría en el pensamiento 
y el desarrollo de la teoría de la representación está estrechamente ligada al 
nacimiento del Estado en la edad moderna y su consolidación en el mundo 
contemporáneo.

Además, al hacer explícito el fundamento social del Estado, la represen-
tación no se agota en abstracción o en pura forma, sino que permite dirigir la 
mirada hacia los procesos materiales que realmente suceden en la sociedad 
y cuestionarse así el Estado tanto en su forma como en sus distintas concre-
ciones históricas. Resulta contradictorio, o cuanto menos débil, proclamar 
el fundamento social del Estado, para luego congelarlo en la foto fija de una 
sociedad estática o inmanente, funcional a la necesaria unidad del Estado. 
Esta contradicción ha permitido, por un lado, ver en el Estado una institución 
de dominio político y, por otro, que una parte de las ciencias sociales y po-
líticas renuncien a deducir la doctrina del Estado de unos principios (Estado 
de derecho, soberanía popular ), reemplazando las determinaciones abstractas 

donde la ‘representación’ es necesaria por esencia… hace aparecer el ente mismo en su ser, es 
decir en la presencia, en la parousía, y es así el ente”. 

5  Cfr. a este respecto e. Voegelin. La nuova scienza politica, Turín, Borla, 1968, pp. 
93-94.
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de las instituciones por su significado objetivo, haciendo así de la doctrina 
del Estado, una “ciencia de la realidad” como pretendía HerMann Heller6.

El hecho de la progresiva concentración y centralización del poder en 
manos del monarca, para convertirse en Estado absoluto necesitaba afirmar la 
unidad de dominio mediante un poder unívoco que superara la fragmentación 
medieval y que no podía basarse sino en la obediencia incondicional que, 
precisamente por incondicional, no encajaba en el carácter interno (el honor) 
de la asunción de la obediencia propia del auxilium et consilium medieval, 
ni en la idea de pars pro toto de las corporaciones territoriales según la cual 
el representante integra la comunidad representada de la que recibe una 
delegación para ejercer derechos que pertenecen a la comunidad de origen. 
Había que inventar algo nuevo que hiciera explícito, público, el deber de 
obediencia y que lo impusiera sobre los estratos sociales y las corporaciones 
intermedias. Había que afirmar una autoridad superior non reconognoscens 
que expresara la conquista en el espacio de toda la fuerza disponible y que 
acumulara, en el tiempo, toda la autoridad necesaria.

Esa idea nueva será la unidad política del cuerpo social entendida como 
voluntad que, careciendo de existencia empírica, sólo puede ser representada. 
Esta idea se debe a la construcción del pacto social realizada por tHoMas 
Hobbes, pacto del que, por una parte, nace una persona nueva, el Estado, 
que tiene una existencia tan real como la de la persona natural  (Capítulo xVi 
Leviatán). Se rompe así con la noción jurídica de persona ficticia desarro-
llada por el tomismo, cuya función era estrictamente formal, de ordenación 
unitaria de la multitud. Por otra parte, surge una voluntad superior, ya que 
el pacto no sólo significa la transmisión unilateral y absoluta de todos los 
derechos de los consociados en forma de sumisión (pactum subiectionis), sino 
la unificación efectiva de la voluntad política en una voluntad nueva, distinta 
y sólo ella soberana a la que se ha producido la sumisión7. La realidad del 
Estado y su voluntad única y soberana encuentra forma y existencia a través 
de la representación, que es por tanto inherente a la existencia misma del 
Estado hasta tal punto que fuera de ella no existe capacidad de consideración 
política8. Toda autoridad deriva del Estado a través de leyes, de suerte que, 
según se lee en el Capítulo xxii del Leviatán sobre los systema subordinata, 

6  Ver H. Heller. Teoría del Estado, México, Fondo de Cultura Económica, 1974. En 
particular, Heller cree que la unidad de acción del Estado se explica de manera sociológica, por 
la cooperación de todos sus miembros, de manera que el poder del Estado sólo puede atribuirse, 
independientemente de cualquier norma, esta cooperación, pp. 246-266.

7  Se trata de un pacto “duradero y constante” gracias al “poder común” que resulta del 
otorgamiento por parte de los hombres de “todo el poder y la fuerza propios a un hombre o a una 
asamblea de hombres que puede reducir todas sus voluntades  a una sola voluntad” (cito por la 
traducción italiana t. Hobbes, Leviatano, Bari, Laterza, 1974, p. 150).  

8 Cfr. g. duso. “Introduzione: Patto sociale e forma politica”, en g. duso (ed.), Il con-
tratto sociale nella filosofia politica moderna, Milán, Franco Agnelli, 1993, pp. 34 y 36.
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en los cuerpos intermedios el poder del representante está siempre limitado 
por el poder soberano: cuando el representante actúa fuera de las leyes, sólo 
se representa a sí mismo y sus actos son actos propios, pero si actúa dentro 
de las leyes, sus actos son actos del soberano y todos los consociados son 
los autores.

Hobbes da así el paso decisivo hacia una concepción objetivista del Es-
tado, entendida como una realidad fáctica distinta de los individuos que lo 
componen9, a diferencia de la concepción subjetivista del contractualismo 
iusnaturalista, en la que el Estado es una relación contractual entre individuos 
autónomos y, por tanto, una proyección del sujeto. Esta concepción objetivista 
culminará con el pensamiento de Hegel y la idea de personalidad del Estado 
de la dogmática iuspublicista alemana. La separación que hace Hobbes del 
Estado de su hipotético momento fundacional a través de un pacto, hace 
que este funcione como una mera descripción del origen del Estado, pero 
no como un elemento explicativo del ser del Estado, por lo que la existencia 
real del Estado no debe ser considerada por referencia a las personas reales 
que lo forman. No es el consentimiento, sino la unidad, lo que constituye la 
asociación. Esa unidad es el soberano y su voluntad, en virtud de la propia 
unidad, debe considerarse voluntad de todos los consociados.

El concepto de representación denota también el tipo de relación que existe 
entre los detentadores del poder público y los sometidos a él. Se trata, en este 
caso, de un concepto dinámico de representación que atiende a las formas de 
articulación entre poder y sociedad. En este caso, el surgimiento del Estado 
y su evolución en democracia constitucional supone una reconfiguración 
jurídica y real de las formas de articulación que, originalmente, opera con 
conceptos y se construye sobre instituciones que tenían un determinado sig-
nificado histórico. Las formas de articulación y comunicación entre sociedad 
y Estado pueden sistematizarse mediante la división entre representación 
frente al poder y representación en el poder. 

La representación frente al poder es el reverso lógico de la representación 
estática. Si el poder es representación abstracta de la sociedad en su unidad, 
tendrá que existir un mecanismo de expresión real de la sociedad en su 
fragmentación. Si el Estado es organización política de la totalidad social, 
será porque existen organizaciones parciales capaces de darse a conocer en 
su multiplicidad. La representación frente al poder remite por tanto a la idea 
de “instituciones representativas”, de comunicación entre sociedad y poder, 
y es la función que, en el esquema absolutista, Hobbes reserva a los cuerpos 
intermedios (systema subordinata), incapaces de emitir una voluntad polí-

9 “Este es el origen del gran Leviatán… de ese Dios mortal al que debemos… nuestra 
paz y seguridad… y en ello está la esencia del Estado, que… es una persona de cuyos actos 
todos los individuos de una gran multitud de personas se ha convertido en autor para que pueda 
usar la fuerza y los medios de todos ellos” (t. Hobbes, Leviatano, cit., p. 151). 
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tica dotada de autoridad, pues esto corresponde en exclusiva al soberano, 
pero capaces de representarse a sí mismos. La idea de representación frente 
al poder presupone la existencia de dos aspectos del fenómeno estatal: el 
Estado-aparato o Estado-sujeto, es decir la autoridad, y el Estado-comunidad, 
entendido como el conjunto de los sometidos a la autoridad. La representación 
lo es de la comunidad frente al aparato, de la estructuración social frente a 
la organización política. 

Consecuentemente con su exposición, Hobbes nos dice que la soberanía, 
la representación unitaria del Estado, puede residir en un príncipe o en una 
asamblea y en principio, dado que no existe organización alguna previa al 
soberano, no existe ninguna base racional determinante para elegir una u 
otra opción, aunque él se muestra partidario de la monarquía porque la en-
tiende mejor adaptada a la indivisibilidad de la soberanía10.  De esta suerte 
están servidos los términos de la confrontación por el poder entre el viejo 
orden y los grupos sociales emergentes. Para poder traducir este enfren-
tamiento en términos institucionales, la burguesía emergente y la nobleza 
reconvertida al comercio, deberán convertir el órgano en el que tiene voz, 
las viejas asambleas estamentales, en una institución capaz de discutirle al 
monarca la representación unitaria del reino y así la soberanía. Es decir, 
deberán superar la vieja idea medieval de pars pro toto, de representación 
fragmentada en comunidades intermedias a través de la delegación de 
poder que la comunidad realiza en el representante, en una representación 
unitaria del reino.

Esta transformación ya estaba muy avanzada en Inglaterra, donde las 
guerras civiles habían logrado consolidar una estructura institucional del 
poder conocida como the King-in-parliament, que tenía su traducción en la 
supremacía de la ley, que sólo puede ser cambiada con el consentimiento de 
los lores y de los comunes, y que a finales del siglo xVi permitiría afirmar 
a tHoMas sMitH que “el Parlamento representa y ostenta el poder de todo 
el reino  puesto que se afirma que todo inglés está presente en él, bien en 
persona bien mediante procura y mandato”11. El problema para el desarrollo 
posterior consiste en mantener esta representación de la unidad sin que la 
presencia del rey fuera esencial y sobre una base electiva, lo que también 
parece consolidado en el siglo xViii cuando blacKstone, en sus Commentaries 
on the Law of England (1765-1768) afirma que todo miembro del parlamento 
“although chosen by one particular district, when elected and returned, serves 
for the whole realm” (Libro i, Cap. 2, ∫ 2).

La irrupción del constitucionalismo en este orden de cosas no es homogé-
nea, ni en su forma de abordar el fenómeno del Estado, ni en la concepción y 

10  Cfr. t. Hobbes, Leviatano, cit., pp. 152-160, 164 y ss.
11 Cfr. t. sMitH, De Reppublica Anglorum (1583), cito por la traducción italiana en N. 

Mateucci (comp.). Antologia dei costituzionalisti inglesi, Bolonia, Il Mulino, 1962, p. 44. 
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desarrollo de la unidad política y su relación con la soberanía. Si los distintos 
modelos de constitucionalismo tienen en común la construcción abstracta de 
la subjetividad individual como ciudadanía, se aparatarán en la consideración 
de la unidad política del Estado: si el modelo francés y su derivación alemana 
abordarán una construcción doctrinal y dogmática de la unidad política del 
Estado y de la soberanía, en el caso inglés y estadounidense la resultante 
derivará de la praxis del enfrentamiento institucional por la conducción del 
Estado, corona-parlamento en el caso inglés, Federación-Estados en el caso 
norteamericano.

El constitucionalismo estaba llamado a una función ciertamente con-
tradictoria en el momento de su nacimiento (y, por lo demás, también en 
nuestros días) como era la de colocar a las asambleas parlamentarias en el 
vértice del Estado como representación de su unidad política centralizada en 
la voluntad de la emergente burguesía y, al mismo tiempo, a hacer efectiva 
la fundamentación social de su poder mediante el carácter electivo de las 
asambleas, que reflejarían así la propia heterogeneidad del sustrato social 
que las había entronizado por vía revolucionaria, contradiciendo la propia 
unidad que estaba llamada a expresar en el vértice del Estado. La burguesía 
y el movimiento constitucional debían conseguir, por arriba, la afirmación 
de una autoridad lo suficientemente fuerte y unitaria como para cumplir 
su misión histórica de hacerse con la conducción del Estado, evitando, por 
abajo, que la presión democratizadora generara una fragmentación capaz de 
debilitar la autoridad del parlamento en su enfrentamiento con la corona y 
el antiguo régimen. Las constituciones del siglo xix pueden contemplarse 
como sucesivas síntesis o concreciones de este doble proceso dialéctico en 
que la burguesía fue trabando alianzas ora con las fuerzas retardatarias, ora 
con el incipiente movimiento obrero, si bien abandonando el inicial impulso 
democratizador de carácter revolucionario y dejando la instauración del orden 
en manos del autoritarismo y el estatalismo.

2.2. El gobierno representativo

El esquema representativo surgido de la Revolución francesa alterará defi-
nitivamente la relación entre representación estática y representación frente 
al poder por dos órdenes de razones: 

a. Porque la emancipación del individuo, que es uno de los objetivos 
de la revolución, es incompatible con la existencia de cuerpos intermedios 
(la “cadenas” de las que hablara rousseau). El individuo debía escapar a 
las presiones ejercidas por la familia, la Iglesia y la comunidad local, que 
impedían que gozara de su propia personalidad, y para hacerlo había que 
suprimir los cuerpos intermedios sometiendo al individuo únicamente a la 
autoridad del Estado, único centro en el que se expresaba como igual en 
derechos con otros individuos. Así, sí para Hobbes basta con someter los 
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cuerpos intermedios al soberano, manteniendo que su capacidad para repre-
sentarse a sí mismos dentro del marco permitido por las leyes, la Revolución 
francesa procederá a abolir esos mismos poderes intermedios mediante la 
prohibición de las asociaciones y  las corporaciones gremiales (Decreto de 
Allarde de 2 y 17 de marzo de 1791 y Ley Le Chapelier de 14 de junio de 
1791). De esta suerte, no existían grupos que representar frente al poder, 
sino únicamente individuos.

b. Porque la afirmación de la burguesía frente a los estamentos tradicio-
nales, requiere colocar al Parlamento por encima de la Corona como centro 
de dirección política. Para ello debían introducirse modificaciones en el 
esquema representativo del absolutismo: 

La primera, consiste en desligar la soberanía de la monarquía, atribu-
yéndosela a una unidad política preexistente al Estado que sería la nación, 
lo que se establece en el famoso primer numeral, del Artículo Primero del 
Título iii de la Constitución francesa de 3 de octubre de 1791: “La Soberanía 
es una, indivisible, inalienable e imprescriptible. Pertenece a la Nación; 
ninguna sección del pueblo ni ningún individuo puede atribuirse su ejerci-
cio”. En él se han unido dos tradiciones jurídicas distintas. De una parte, 
la idea medieval de delegación del ejercicio del poder que encontramos en 
la designación de representantes por parte de los núcleos de población para 
su asistencia a cortes, dietas y parlamentos. De otra parte, los caracteres de 
la soberanía de la monarchie signeuriale de bodino, que había sido la base 
de la construcción absolutista del poder del monarca. El cambio operado 
hay que buscarlo en el potencial dialéctico del concepto de nación para 
las luchas políticas de la época. Frente a la monarquía absoluta, si, como 
se deriva del esquema absolutista Hobbesiano, soberanía significa unidad, 
afirmar la existencia previa de una unidad política, implica considerarla 
soberana y, por tanto, que el monarca no es ya soberano. Frente a la de-
mocracia rousseauniana, la existencia unitaria de la nación implica que no 
es ya el pueblo el que se autoconstituye como sociedad a través del pacto, 
sino que únicamente ejerce las funciones que la nación le atribuya a través 
del ordenamiento jurídico. 

Sin embargo, el esquema estático de la representación sigue intacto, toda 
vez que, puesto que la nación no puede desarrollar sus propios poderes, 
porque la misma nación, entendida en su indivisibilidad, no es sino pura 
abstracción, necesita de la representación para darse a conocer, llegándose 
al mismo resultado que en el pensamiento de Hobbes: la representación crea 
la voluntad soberana. En este sentido, el Artículo 2 del Título iii declara a 
continuación: “La Nación, de la que emanan todos los Poderes, no puede 
ejercerlos más que por delegación. La Constitución francesa es representa-
tiva: los representantes son el Cuerpo legislativo y el Rey”. De este modo, 
la asamblea nacional se une a la representación estática que ya ostentaba el 
monarca, si bien no como soberanos, sino como representantes necesarios 
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de la nación soberana, desligándose titularidad de ejercicio de la soberanía 
en una distinción que ha llegado hasta nuestros días12. 

La segunda modificación, consiste en  atribuir el ejercicio de la soberanía 
al parlamento mediante la ley. El Artículo 3, Sección Primera, Capítulo ii, 
del Título iii establece: “En Francia no hay autoridad superior a la de la Ley. 
El Rey no reina si no es por ella, y sólo en nombre de la Ley puede exigir 
obediencia” y, en el Art. 4, el rey, para acceder al trono, debe jurar fidelidad 
“a la Nación y a la Ley”; ley cuya elaboración corresponde en exclusiva al 
parlamento, como establece el Artículo Primero, Sección primera, Capítulo 
iii del mismo Título: “La Constitución delega exclusivamente en el Cuerpo 
legislativo los poderes y funciones siguientes: 1.º Proponer y decretar las 
leyes: el Rey solamente puede invitar al Cuerpo legislativo a tomar un asunto 
en consideración”. De esta suerte, el rey queda sometido a la ley, como los 
systema subordinata en la obra de Hobbes y deja de ser autoridad superior, 
toda vez que si ésta corresponde a la ley, y su elaboración corresponde al 
parlamento, él es la autoridad suprema: tiene el ejercicio exclusivo de la 
soberanía.

Partir de la idea medieval de delegación del poder, para concluir con un 
absolutismo parlamentario, no deja de plantear contradicciones. En primer 
lugar, porque no tiene sentido atribuir la soberanía a la nación bajo la inter-
dicción de ejercerla, que es lo que se deriva del primer y segundo párrafo del 
Artículo Primero del Título iii13. y en segundo lugar, porque es contradictorio 
configurar como autoridad superior al parlamento a través de la ley, cuando 
ejerce un poder delegado por la nación. Ambas dificultades intentarán su-
perarse cancelando la dualidad nación-autoridad (sociedad-poder) mediante 
el desarrollo de la teoría de la personalidad del Estado y su conversión en 
sujeto de derecho14. Las diferencias y matices entre los autores que han de-
sarrollado esta teoría son muchos, y de indudable importancia. Para lo que 
aquí interesa, basta indicar que según esta teoría, aunque la manifestación 
fenomenológica del Estado es diversa, particularmente como formación 
social y como ente jurídico, estos no son sino aspectos o elementos de una 
misma realidad que sólo se personifica a sí misma, de suerte que el Estado 

12  Cfr. C. esPosito. “Commento all’art. 1 della Costituzione” (1948), en íd., La costituzione 
italiana. Saggi, Padua, Cedam, 1954, p. 10. 

13 La prohibición de ejercicio de la soberanía por la nación se encuentra también en el 
Artículo Primero del Título Vii, relativo a la reforma constitucional, cuando afirma: “La Asamblea 
Nacional constituyente declara que la Nación tiene el derecho imprescriptible de cambiar su 
Constitución; sin embargo, considerando más conforme al interés nacional el que solamente se 
use el derecho de reforma, en los términos señalados por la Constitución, respecto de aquellos 
artículos que la experiencia haya mostrado sus inconvenientes, decreta que una Asamblea de 
Revisión procederá de la manera que sigue".

14  La literatura es vastísima. Baste remitir a r. carré del Malberg. Teoría General del 
Estado, México, Fondo de Cultura Económica, 1998, pp. 29 y ss. y la amplia doctrina que allí 
se cita.
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no puede entenderse como representación o personificación de la sociedad, 
sino que la nación es bien un elemento más de los que conforman el Estado 
(para la tradición alemana: albrecHt, gerber, gierKe, JellineK), bien (para 
la tradición francesa: carrè de Malberg, Hauriou, MicHoud), “el Estado no 
es otra cosa que la nación misma”15, concluyendo en uno y otro caso que la 
nación no puede concebirse como una persona distinta del Estado, anterior 
y superior a él y que, por tanto, sólo cabe hablar de soberanía del Estado. De 
esta suerte, el ejercicio de la función legislativa no es un poder originario ni 
delegado, sino una simple competencia estatal, una potestad que se ejerce 
por cuenta exclusiva del Estado.

Se cancela así la posibilidad de una representación frente al Estado, 
toda vez que no cabe hablar de una unidad política que representar, ya que 
el Estado es, en su existencia real, esa unidad de poder que no necesita ser 
representada para existir y que se manifiesta a través de órganos encargados 
de funciones parciales del poder del Estado atribuidas como competencias. 
La conclusión más coherente a este respecto sería la negación misma de la 
representación, toda vez que, como afirma Laband, careciendo el pueblo de 
personalidad jurídica, carece asimismo de voluntad jurídicamente relevante. 
“En sentido jurídico, los miembros del Reichstag no representan a nadie  
[pues] en toda su situación no existe un solo punto subordinado a los prin-
cipios de derecho que rigen la procura, los plenos poderes o el mandato”16. 
Por tanto, el parlamento es un órgano del Estado como todos los demás al 
que su origen electivo no le atribuye importancia alguna, porque una vez 
ocurrida la elección, no persiste ninguna relación entre electos y electores, 
los cuáles no participarían realmente en la vida del Estado.

Sin embargo, la teoría de la personalidad del Estado se desarrolla en un 
momento de afirmación del parlamentarismo en que instituciones como la 
limitación de la legislatura, la necesidad de renovación periódica y la publi-
cidad de debates y votaciones cobran un nuevo significado a la luz de otras 
nuevas como el sufragio universal masculino (o su ampliación), el sistema 
electoral proporcional y la disolución anticipada del parlamento (que estaba 
prohibida por el art. 5, Capítulo i, Título iii de la Constitución de 1791): el 
de establecer una representación de intereses y un gobierno de opinión en 
el que las elecciones adquieren el carácter de consulta. De esta manera, la 
característica principal que los autores de la teoría de la personalidad del 
Estado habían concluido del sistema revolucionario, que era precisamente el 
de no ser representativo, puesto que “la representación consiste en el poder 
objetivo  de querer por la nación en virtud de la constitución”, había sido 
sustituido por una nueva doctrina “que ve en la representación un carácter 

15   Ibíd., p. 32.
16   Cfr. P. laband. Le droit public de l’Empire allemand, Paris, V. Griard et B. Brière, 

1900, vol. Vi, pp. 400 y ss.
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subjetivo propio de las autoridades elegidas y proveniente de las relaciones 
especiales que se establecen entre esas autoridades y el pueblo por el hecho 
de la elección”17. 

Surge así la idea de gobierno representativo. La representación sería una 
función que el Estado encarga al órgano legislativo, de suerte que sólo podría 
hablarse de representación en el Estado, no con el sentido de participación 
o asociación al ejercicio del poder, sino como un mecanismo ideológico de 
producción de legitimidad frente a la fragmentación y los conflictos que la 
apertura del poder que se estaba produciendo parecía augurar. Jellinek se 
da cuenta de que, al afirmar que no existe voluntad relevante del pueblo, 
existe una separación entre pueblo y parlamento sancionada por el derecho, 
de manera que, de hecho, la voluntad del pueblo puede ser distinta de la 
del parlamento. Para evitarlo, Jellinek afirma una relación orgánica entre 
pueblo y parlamento18, a través de la cual puede sostenerse que la voluntad 
de los representantes es fácticamente la voluntad del pueblo. No se trata de 
una relación entre dos voluntades distintas, como la que presupone la idea 
de representación ante el poder, sino una voluntad única expresada por el 
parlamento, ya que pueblo y parlamento constituyen, desde el punto de 
vista jurídico, una unidad. La función de la representación sería por tanto 
la propia de la representación estática: la de unificar al pueblo en el ámbito 
del derecho, evitando así que los conflictos sociales entraran en el ámbito 
institucional. De esta suerte, se sientan las bases jurídico-dogmáticas para la 
consideración del parlamento como organización jurídica del pueblo, y de la 
voluntad del parlamento como voluntad del pueblo mismo19, que servirá de 

17   Cfr. r. carrè de Malberg. Teoria General… cit., p. 1003.
18  El pueblo sería un órgano primario del Estado, cuya función consistiría en la creación 

de otro órgano secundario (el parlamento) dotado constitucionalmente de los derechos que antes 
pertenecían a la generalidad, órgano de voluntad del pueblo mismo que queda así organizado 
jurídicamente a través del parlamento. La relación entre estos órganos consistiría en que la 
voluntad formulada por el parlamento, aparece como una manifestación de la voluntad especial 
del pueblo. Cfr. g. JellineK, Teoría General del Estado, México, Compañía Editorial Continental, 
1956, pp. 468 y ss. 

19   Sería una representación institucional en el sentido que da al término carlo esPosito 
(“La rappresentanza istituzionale”, en aa.VV. Scritti giuridici in onore di Santi Romano, vol. i, 
Pádua, Cedam, 1940, pp. 307 y ss). Según Vezio crisaFulli, nos encontramos ante una forma 
de sustitución, más que de representación verdadera y propia [“La sovranità popolare nella 
Costituzione italiana” (1954), en aa.VV. Scritti in Onore di Vittorio Emanuele Orlando, i, Pádua, 
Cedam, 1955,  pp. 43-47]. Es en este sentido en el que se habla de representación como una 
“necesaria ficción” “cuyo valor histórico es el de mantener en un nivel asumible por el sistema 
constitucional el movimiento político de los siglos xix y xx, haciendo creer a la gran masa del 
pueblo que se autodeterminaba políticamente”. Cfr. H. Kelsen. Esencial y valor de la democracia, 
Barcelona, Labor, 1977, p. 52; de “necesaria ficción” habla V. e. orlando, “Del fondamento 
giuridico della rappresentanza politica”, en íd., Diritto pubblico generale, Milán, Giuffrè, 1944. 
De “ficción de la representación” ya había hablado H. Kelsen (Teoría general del derecho y del 
Estado, México, unaM, 1995, p. 345) para referirse a la idea de que el Parlamento es un órgano 
técnico de producción legislativa cuyo valor es el de medio técnico social para la producción 
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base para la adaptación de las constituciones representativas al desarrollo 
de los partidos políticos. 

2.3. La democracia consensual

Siguiendo a luigi FerraJoli20, podemos caracterizar el Estado liberal a través 
de tres notas: 1) Desde un punto de vista estructural, la rígida limitación de 
las funciones del Estado a la esfera política y consiguiente separación entre 
sociedad (mercado) y aparato estatal, que se limita a ser un instrumento 
externo de garantía del orden público general, de simple garantía de las con-
diciones pacíficas de libre intercambio entre capital y trabajo. En el ejercicio 
de estas funciones estaba asegurada una relativa preeminencia de los órganos 
representativos o parlamentarios y de las funciones legislativas ejercidas por 
ellos mediante 2) la división de poderes y la primacía de las instancias repre-
sentativas de tipo parlamentario como portadores orgánicos de la voluntad 
representada sobre el resto de poderes que son “ejecutivos”;  y 3) el Estado 
de derecho, por el cual las funciones ejecutivas, tanto administrativas como 
judiciales, están rígidamente disciplinadas por leyes generales y abstractas 
emanadas de los órganos representativos parlamentarios. 

El mecanismo representativo funciona fundamentalmente a través de dos 
mecanismos: a) el sufragio restringido, que asegura la homogeneidad de la base 
social del Estado, identificándola con la burguesía propietaria al tiempo que, 
la reducción de la base electoral, permite una relación directa, casi personal, 
entre electores y elegidos. De esta suerte, las instancias representativas se 
encuentran realmente ligadas a sus bases sociales por vínculos sociales que, 
a pesar de la exclusión orgánica del mandato imperativo, hacen de aquéllas 
auténticos portavoces de los intereses representados; b) la función de di-
rección y control de los parlamentos sobre los gobiernos, ya que la relativa 
simplicidad de la máquina estatal y lo limitado de sus funciones permiten la 
regulación efectiva de sus actividades mediante leyes generales y abstractas 
y la efectividad del principio de legalidad tanto en la acción administrativa 
como en la judicial21.

En el siglo xx entran en crisis los tres elementos identificadores indicados: 
el carácter exclusivamente “político” del Estado, su carácter “representativo” 
y su carácter “de derecho”. Para lo que aquí interesa, nos centraremos en 
las transformaciones que se operan en el ámbito representativo y su relación 
con los restantes elementos señalados. Desde un punto de vista estructural, 

del orden estatal (íd., “El problema del parlamentarismo”, en íd., Escritos sobre la democracia 
y el socialismo, Madrid, Debate, 1988, p. 87).

20  Cfr. l. FerraJoli. “¿Existe una democracia representativa?, en l. FerraJoli y d. zolo, 
democracia autoritaria y capitalismo maduro, Madrid, El viejo topo, 1978, pp. 23-26. 

21   Cfr. c. scHMitt. Dottrina della Costituzione, Milán, Giuffré, 1984, p. 148.
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pierde importancia la función del mercado como elemento regulador de la 
economía capitalista: el viejo capitalismo atomizado resulta sustituido por 
un capitalismo concentrado, monopolista, estatalmente asistido y protegido. 
El Estado deja de ser un aparato de poder separado de la sociedad y encar-
gado de funciones de orden público general, para convertirse en elemento 
de regulación interna, estructural del proceso de acumulación capitalista22. 
A sus antiguas funciones se han añadido dos específicamente capitalistas: 
a) funciones económicas o de valorización capitalista (prever y resolver las 
crisis, racionalizar y disciplinar las tendencias conflictivas de los intereses 
capitalistas en pugna); y b) funciones sociales o de estabilización social (neu-
tralizar el antagonismo de clase mediando en los conflictos entre trabajo y 
capital, proteger a la clase obrera de las disfunciones del mercado, organizar 
su integración corporativa y asegurar la disciplina social y la lealtad política). 
Se trata de un Estado “capitalista”, en el sentido de subordinado al proceso 
capitalista de acumulación, funcional al interés del capitalismo entendido como 
totalidad23; pero también “social”, en el sentido de asistencial y corporativo. 

Desde el punto de vista de la forma representativa del Estado, se pro-
ducen dos transformaciones: de una parte, la incorporación de las masas a 
la representación; y de otra,  una nueva organización institucional, que se 
corresponde con el nuevo papel estructural del Estado y se caracteriza por un 
crecimiento masivo de los aparatos y de las funciones estatales que desborda 
las formas políticas del Estado liberal. La incorporación de las masas a la 
representación provoca dos transformaciones en la estructura institucional 
del Estado que suponen una alteración de la forma de legitimación política: 

1. Vaciamiento de poderes de decisión y de las funciones de control de la 
institución parlamentaria: desde el punto de vista organizativo, el parlamento 
va progresivamente convirtiéndose en órgano de ratificación y propaganda, 
a medida que las sedes reales del poder se transfieren del parlamento a las 
direcciones de los partidos, de éstos al gobierno y del gobierno a los apa-
ratos burocráticos. Desde el punto de vista funcional, se da un retroceso de 
las funciones normativas ejercidas por los parlamentos en forma de leyes 
generales y abstractas, con el consiguiente desarrollo de espacios de acción 
extralegales o de legalidad atenuada, sustraídos tanto a los controles políticos 
como a los controles jurisdiccionales de legalidad. 

2. El parlamento pierde su carácter orgánicamente representativo. Los 
parlamentos se hacen democráticos en cuanto al sistema de reclutamiento 

22   Para una explicación detallada de este proceso y sus consecuencias sociales, Ver c. 
oFFe. Lo stato nel capitalismo maturo (1969-1976), Milán, Etas, 1977. Para una interpretación 
distinta, pero dentro de la “segunda escuela de Frankfut”, ver J. HaberMas. Problemas de legi-
timación en el capitalismo tardío, Buenos Aires, Amorrortu, 1998.

23  Ibíd., pp. 126 y ss. y l. FerraJoli. “¿Existe una democracia representativa?”, cit., pp. 
54-65; ver en general, c. de cabo. La crisis del Estado social, Barcelona, PPu, 1986.
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de los representantes, pero, precisamente por ello, no pueden representar 
un interés homogéneo por lo que, para cumplir las funciones que tienen 
encomendadas, necesitan autonomizarse de su base social. De esta suerte, 
el parlamento es cada vez más una institución política abstracta, carente de 
relaciones de representación de intereses con grupos concretos de electores 
y que realiza, esta vez sí, una función de representación general o del con-
senso. Se inaugura así la etapa de lo que se ha denominado “democracia 
consensual”24 y que se manifiesta a través de tres fenómenos: 

a. La homogeneización de los partidos políticos, derivada del carácter 
estructural de las funciones del Estado respecto al proceso de acumulación 
y de la correspondiente subordinación funcional del sistema político en su 
conjunto respecto al sistema productivo. Como dice Claus Offe “empírica-
mente los actores de la escena política no se justifican por el hecho de que 
ellos quieren lo que hacen, sino porque no tienen la posibilidad de hacer otra 
cosa que lo que hacen”25. 

b. Su unificación sustancial en el vértice del Estado26, a través de la pro-
gresiva transformación de los partidos de masas en órganos del Estado por-
tadores de intereses generales interclasistas27 que, por una parte, privilegian 
los intereses representados por las políticas de centro frente a los intereses 
más potencialmente conflictivos y, por otra parte, reproducen los esquemas 
político-organizativos del Estado burgués: la atomización de la base social 
del partido y su subsunción en el aparato político, por un lado; y la delegación 
permanente de la política en grupos dirigentes dedicados profesionalmente 
al ejercicio del poder, por otro lado.

c. El cierre del sistema político a alternativas democráticas, lo que se 
consigue excluyendo partidos minoritarios o nuevos mediante el sistema elec-
toral (barreras electorales, correcciones mayoritarias ), el sistema público de 
financiación de los partidos y, principalmente, la criminalización del disenso, 
consistente en un integrismo democrático en el que ninguno de los conten-
dientes pone seriamente en discusión las reglas del juego ni mucho menos el 
juego mismo28, de suerte que la “democracia” en su estricta institucionalidad 
constitucional define los confines de la tolerancia política y se deslegitiman 
las fuerzas antisistema como “antidemocráticas”, “subversivas” o directa-
mente “terroristas” justificando así mecanismos de defensa de la sociedad. 

24  Cfr. l. FerraJoli. “¿Existe una democracia representativa?”, cit., pp. 30-40.
25  Cfr. c. oFFe. Lo stato… cit., p. 110.
26  Cfr. c. oFFe. cit., p. 43. Ver Sobre estos temas J. agnoli. La transformación de la 

democracia, México, Siglo xxi, 1971 y a. negri, “Lo Stato dei partiti” (1964), en íd., La forma 
Stato. Per la critica dell’economia política della Costituzione, Milán, Feltrinelli, 1977.

27   Es el modelo de partido catch all. ver O. KircHHeiMer, “La trasformazione dei sistemi 
partitici dell’Europa occidentale (1966), en a. siVini (ed.). Sociologia dei partiti politici, Bolonia, 
Il Mulino, 1971, pp. 243 y ss. 

28  Cfr. l. FerraJoli. “¿Existe una democracia representativa?”, cit., p. 36.
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La resultante es la realización efectiva del modelo de representación de 
la sociedad en el Estado cuyo objetivo es la unificación popular mediante el 
consenso, que muy bien puede reivindicar el sistema político en virtud de la 
representatividad ofrecida por los partidos estatalizados. Cambia el objeto de 
la representación, que ya no es la voluntad o los intereses propios del modelo 
de representación ante el poder, sino el consenso popular, la adhesión pasiva 
de los electores. Con ello, la institucionalidad político-representativa ejerce 
una función esencialmente ideológica de asegurar la lealtad política de las 
masas representando, y por consiguiente legitimando como “democrático” o 
“querido por el pueblo”, lo existente: el Estado en su conjunto, en sus aparatos 
y funciones, y en tanto que estas están estructuralmente relacionadas con él, 
el propio sistema de producción. 

Sin embargo, en su grado máximo de realización, el modelo plebiscitario 
de la democracia consensual comienza a presentar síntomas de descomposi-
ción que pueden resumirse en una progresiva autonomización de la sociedad 
respecto al Estado y que se manifiesta a través de dos fenómenos:

a. La mayor carga de politicidad difusa en la sociedad civil, derivada de 
la afirmación de las demandas de reconocimiento y de los valores postma-
teralistas, tiende a encontrar desahogo en formas de iniciativa popular y de 
asociacionismo, dotadas de mayor movilidad y capacidad de renovación 
que el modelo partidista tradicional29. En este sentido, la introducción en 

29   Cfr. c. oFFe. Lo stato… cit., pp. 44 y ss. El concepto de “participación” comenzó a 
tomar fuerza en los años setenta a partir de determinadas investigaciones empíricas que pusieron 
de manifiesto que el repertorio de acciones a disposición de los ciudadanos que no pertenecen 
a la elite política para influir en algunos “resultados políticos”, entendidos como “asignación 
jerárquica de valores para una sociedad” (tomando la definición clásica de daVid easton, The 
political system: an inquiry into the state of political science, Nueva york, alFred a, KnoPF, 
1953, p. 134.), era mucho más amplia que la mera participación electoral, de suerte que había 
que aumentar el objeto del concepto de “participación política”. El estudio pionero a este res-
pecto es s. Verba y n. nie. Participation and political euqality: a seven-nation comparison, 
Chicago, Chicago University Press, 1978. Ello revela cómo la ciencia política, que es una 
ciencia de la realidad y no de la determinación abstracta de las normas jurídicas, como algunos 
quieren ejercer el derecho constitucional, ya daba por descontado que la soberanía popular no 
es más que el ejercicio elitista de sus instrumentos institucionales y que los intereses empíricos 
buscan mecanismos distintos de influencia y que, por tanto, no hay presencia o integración de 
los intereses en el poder, sino representación ante el poder, influencia indirecta sobre las deci-
siones tomadas por otros. Actualmente, el desarrollo de estos estudios empíricos va más allá del 
objeto de investigación de sidney Verba y sus colegas, afirmando que la presunción de que los 
“resultados políticos” están siempre determinados por una elite política de representantes electos 
o funcionarios, es falsa, toda vez que la “asignación jerárquica de valores para una sociedad” 
en una economía de mercado, no es sólo responsabilidad de los actores de la esfera pública, 
sino también de actores corporativos dentro del sector privado; y que las acciones destinadas a 
influir las “decisiones políticas” están también dirigidas hacia estos actores corporativos, lo que 
suele denominarse “formas no convencionales de participación”. Se trata de la línea de inves-
tigación Political action, en la que podemos encontrar autores como russell dalton. Citizen 
politics: public opinión and political parties in advance induistrial democracias, Nueva york, 
Seven Bridges Press, 2002 (3.ª ed.). Por ejemplo, el Barómetro del Centro de Investigaciones 
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las constituciones de instrumentos participativos y de democracia directa, 
pueden verse como una recomposición del nexo entre sociedad y Estado 
en el que se afirma la soberanía popular frente a la soberanía del Estado. 
Al mismo tiempo, las autonomías locales comienzan a plantear relaciones 
disfuncionales tanto respecto al Estado, como al reparto de poder interno en 
los partidos políticos.

La expresión “democracia participativa”, para caracterizar estas tendencias, 
resulta problemática por los distintos significados doctrinales que se le han 
dado y por el distinto uso que se hace en el contexto constitucional europeo 
y latinoamericano. “Democracia participativa” se ha utilizado, en términos 
generales, para referirse a dos cosas: por una parte, para caracterizar aquellos 
Estados que introdujeron referendos vinculantes en sus textos constituciona-
les, de suerte que la representación parlamentaria perdía el monopolio de la 
emisión de actos imperativos generales infraordenados a la constitución y, 
con ello, de la expresión de la voluntad general; por otra parte, para referirse 
a una nueva categoría de instituciones y procesos participativos de carácter 
sectorial y generalmente administrativo, una suerte de tertium genus entre 
la representación parlamentaria y la democracia directa, que habría cobra-
do especial relevancia desde los años 90 del siglo xx por la circulación de 
instituciones como el presupuesto participativo brasileño, la démocratie 
de proximité y el débat public franceses o la experiencia neozelandesa de 
Christchurch, por citar sólo algunos. 

En el caso europeo, la expresión se asocia al papel decisivo que ha ju-
gado la administración pública como elemento compensador de la debili-
tación de la legitimidad electoral y a la progresiva obtención de márgenes 
de autonomía fundados sobre la competencia y la legitimidad directa de 
su actuación a través de procesos participativos30. En América Latina,  la 
expresión comprende tanto las instituciones de democracia directa como de 
participación sectorial para connotar una forma de Estado específicamen-
te democrática que permita superar el control y la patrimonialización del 
Estado por parte de las elites criollas, dominación que se asocia de modo 
general con las instituciones de la democracia representativa. Se trata de 
un modelo falto de un desarrollo suficiente que permita considerarlo más 
allá de una genérica ruptura constitucional con ciertos elementos teóricos y 
de funcionamiento de la democracia representativa, dentro de  lo que se ha 
llamado “experimentalismo constitucional”31.  Sin embargo, la tendencia sí 

Sociológicas de España incluye, entre las opciones sobre actividades de participación política 
y social, la de “comprar, dejar de comprar o boicotear ciertos productos por razones políticas, 
éticas o para favorecer el medio ambiente”.

30   Ver en este sentido, P. rosanVallon, La contre-démocratie. La politique à l’age de la 
défiance, Paris, Seuil, 2006, e íd. La légitimité démocratie. Impartialité, réflexivité, proximité, 
Paris, Seuil, 2008. 

31   Las ideas de “experimentalismo constitucional”, “estado experimental” o “demodi-
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refleja un hecho susceptible de ser considerado en términos estructurales: la 
progresiva pérdida de centralidad del momento electoral en las democracias 
contemporáneas como instrumento de legitimación general del Estado y la 
necesidad de buscar mecanismos parciales y localizados para reconstruir los 
nexos entre sociedad y Estado.

b. El paso del centro de gravedad del parlamento a la administración y a 
los partidos, revela la conexión entre Estado y sociedad, en el sentido de que 
la administración se convierte en un órgano de transmisión entre Estado y so-
ciedad, pero también en el sentido de que las decisiones no públicas que toman 
los intereses privados organizados, consiguen ejercer a la inversa influencia 
sobre los órganos del Estado, sin que se produzca control público alguno de 
las decisiones que se toman en esta esfera extrainstitucional y opaca. Así, se 
imputan a la sociedad civil en su conjunto actos que se han decidido por o se 
han negociado con una parte reducida y minoritaria de la misma, de suerte 
que, aunque los ciudadanos se mantienen apolíticos, la sociedad se muestra 
como política, y los grupos de presión logran una nueva autonomía frente a 
la organización política del Estado. Este modelo de acción social se difunde 
en las relaciones del ciudadano con el Estado administrador: el ciudadano 
ya no se pone en contacto con el Estado en ocasión de actos individuales, 
sino que organiza esta conducción de modo adecuado y permanente a través 
de los grupos de presión32.  

c. Actualmente, la tendencia hacia la democracia consensual sufre una 
nueva transformación al hilo de la profundización en los procesos de inte-
gración supranacional, muy particularmente la Unión Europea, mediante la 
creciente incapacidad de controlar al ejecutivo en su actuación internacional 
que tienen, no ya los parlamentos, sino los propios partidos políticos, toda 
vez que la representación del Estado que ejerce el poder ejecutivo ante los 
organismos supranacionales se produce exclusivamente en virtud del tradi-
cional monopolio de las competencias que a este respecto les reconocen las 
constituciones33, que con carácter general siguen contemplando las relaciones 
internacionales como una suerte de arcana imperii. La tradicional función de 
representación internacional del Estado que recae sobre el poder ejecutivo ha 
adquirido una dimensión, paralela al aumento y diversificación de las compe-

versidad” se han venido desarrollando por b. de sousa santos (ver Reinventar la democracia. 
Reinventar el Estado (1998), Madrid, Séquitur, 2008 y Refundación del Estado en América 
Latina: perspectivas desde una epistemologia del Sur (2010) en http://www.democraciaglobal.
org/facipub/upload/publicaciones/1/1095/files/la%20refundacion%20del%20estado.pdf. 

32  Cfr. J. HaberMas. “Concepto de participación política”, cit, pp. 28 y ss.
33  No en vano, por ejemplo, el art. 136 de la Constitución colombiana “prohíbe al 

Congreso y a cada una de sus Cámaras  2. Exigir al gobierno información sobre instrucciones en 
materia diplomática o sobre negociaciones de carácter reservado”. Sin ir tan lejos, el art. 97 de la 
Constitución española establece que “el Gobierno dirige la política  exterior”. Sobre la cuestión 
en el ordenamiento italiano, cfr. a. barbera. “Gli accordi internazionali fra arcana imperii e 
controlli parlamentari”, en aa. VV. Una riforma per la Repubblica, Roma, Editori Riuniti, 1991. 
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tencias transferidas al nivel supranacional y al cambio en la naturaleza de las 
instituciones y decisiones correspondientes a este nivel (de lo internacional 
a lo supranacional), que ya no se corresponde con el significado original 
que tenía esta función en un mundo de relaciones internacionales limitadas 
entre Estados plenamente soberanos. No es por ello extraño que, en ciertos 
ordenamientos jurídicos, se hable de una suerte de “derecho de participa-
ción” de los órganos legislativos en el proceso de integración europea, que 
comprende, más allá del mero control o de la consideración del silencio del 
legislativo como autorización, la posibilidad de otorgar auténticos manda-
tos al poder ejecutivo en el ámbito europeo34. También debe considerarse 
a este respecto, la pretensión de legitimar ciertas decisiones de la Unión 
Europea a través de procesos ajurídicos, inorgánicos y extrainstitucionales, 
bien mediante una “participación” difusa de las sociedades de los Estados 
miembros que se desprendería de los llamados Libros Verdes que la Comisión 
lanza para provocar el debate público, bien con la participación focalizada 
en determinados grupos socioeconómicos con acceso a la Comisión en el 
momento de elaboración de las iniciativas normativas35, bien a través de la 
presencia permanente de grupos de presión en las instituciones comunitarias. 

Nos encontramos así ante una recomposición del poder del Estado que 
distintos autores han caracterizado como un proceso contemporáneo de lo-
calización y deslocalización: deslocalización de las cuestiones estructurales 
del Estado en el ámbito supranacional; localización territorial, sectorial y 
procedimental de las cuestiones parciales como ámbito de desahogo de la 
fragmentación social.

3. ÁMBITOS DE ANÁLISIS CONSTITUCIONAL DE LAS TRANSFORMACIONES 
DE LA DEMOCRACIA REPRESENTATIVA

Generalmente, la doctrina constitucional explica la calificación como “políti-
ca” de la representación para subrayar el carácter no jurídicamente vinculado 
del mandato representativo, que se diferencia así de la representación de 
derecho privado. Sin embargo, la efectividad del vínculo entre representan-
te e intereses del cuerpo social de elección no depende del reconocimiento 

34   Ver La Sentencia del Tribunal Constitucional Federal alemán de 30 de junio de 2009 
sobre la constitucionalidad de la Ley de ratificación del Tratado de Lisboa y de la Ley de re-
forma constitucional, ambas de 8 de octubre de 2008. En ella se afirma que el acuerdo entre el 
Bundestag y el Gobierno federal alemán, de 28 de septiembre de 2006, sobre cooperación en los 
asuntos referidos a la Unión Europea no es suficiente para concretar los derechos de participa-
ción, concedidos constitucionalmente, de los órganos legislativos en el proceso de integración 
europea y que el Bundestag y el Bundesrat deben tener la posibilidad de decidir nuevamente los 
procedimientos y las formas de la propia participación, particularmente en los procedimientos-
pasarela especiales de reforma de los Tratados. 

35   Ver El Acuerdo interinstitucional “Legislar mejor” de 16 de diciembre de 2003 (DO L 
321, de 31 de diciembre).
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jurídico, sino principalmente de la existencia de mecanismos sociales reales 
que permitan hacerlos efectivos. En ausencia de estos mecanismos, incluso 
allí donde existen mandatos programáticos sancionados por la revocatoria de 
mandato, como en las organizaciones territoriales estadounidenses y colom-
bianas o, con carácter general, en Venezuela, estos mecanismos se muestran 
poco efectivos ya que dependen para su ejercicio de la convergencia entre 
organización social (por lo general, de carácter puntual y coyuntural) y fuerte 
capacidad de financiación. La representación política alude al objeto de la 
representación: la política, que tiene dos concepciones según sea el ámbito 
funcional de la representación en que nos movemos.  

Como hemos visto, representación es, por una parte, la forma del Estado 
como personificación de la unidad política. Esta primera acepción clásica de 
la representación referida al Estado en su conjunto, el Estado aparece como 
un ente real y autónomo dotado de fines y tareas propias que reclaman un 
método de acción y funcionamiento igualmente propio y específico para 
cumplir esos fines y tareas, en primer término su propia conservación y re-
producción. A este modo de funcionamiento propio le llamamos “política” y 
la podemos considerar como autónoma de otras facetas humanas por cuanto 
tiene fines propios diferenciados que se entiende que son imposibles de 
lograr en otros ámbitos de acción humana distintos del Estado, y por cuanto 
tiene características propias distintas de otras relaciones humanas como las 
sociales, las económicas, las familiares  Así, la política sería el modo de ser 
del Estado, y se manifiesta como “política en el Estado”.

La organización social de los intereses, para operar en este ámbito de la 
política, debe integrarse en el Estado-aparato, interiorizar su propia lógica de 
acción y funcionamiento, esto es: hacerse aparato. A medida que el proceso 
de integración se profundiza, cada vez resulta más difícil distinguir, desde 
un punto de vista jurídico, estas organizaciones del propio Estado-aparato, a 
la luz de las funciones que realizan. Este es el proceso en que, como hemos 
visto, se encuentran actualmente los partidos políticos, que están más cerca 
de ser órganos del Estado con una sujeción positiva al ordenamiento jurídico, 
que organizaciones sociales explicables a partir del derecho de asociación36.

36  La cuestión queda zanjada en el artículo 23.3 de la Ley Fundamental de Bonn, que limita 
la libertad ideológica y establece una sujeción positiva de los partidos a la Constitución al declarar 
que “Serán inconstitucionales los partidos que en virtud de sus objetivos o del comportamiento 
de sus afiliados se propongan menoscabar o eliminar el orden básico demoliberal ”. Este artículo 
fue aplicado en las Sentencias del Tribunal Constitucional Federal de 23 de octubre de 1952 
(prohibición del partido nacionalsocialista) y de 17 de agosto de 1956 (partido comunista), 
sentencia aceptada por la Comisión Europea de Derechos Humanos, en relación con el art. 11 de 
la Convención Europea de Derechos Humanos de 4 de noviembre de 1950 (recurso n.º 250/57, 
An. Conv. i, p. 255). La admisión de la disolución de partidos políticos por la incompatibilidad 
entre lucha de clases y los principios democráticos fundamentales, ha sido reiterada por el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos en su Sentencia de 30 de enero de 1998, caso partido 
Comunista de Turquía y otros c. Turquía. La cuestión también parece haber quedado zanjada en 

Revista Derecho del Estado n.º 28, enero-junio del 2012, pp. 77-114



100 Marcos Criado de Diego

Sin embargo, con la palabra representación denotamos también el tipo de 
relación que existe entre los detentadores del poder público y los sometidos a 
él, entre los ciudadanos y sus gobernantes. Decimos que esta representación 
es también política en tanto que es política la relación que existe entre un 
diputado y sus electores o entre las bases y la dirigencia de un partido políti-
co. Sin embargo, aquí con política no nos estamos refiriendo a una forma de 
funcionamiento interna del Estado que lo diferencia de otras facetas humanas, 
sino que precisamente nos estamos refiriendo a la relación que existe entre 
el aparato estatal y esas otras facetas humanas de carácter social, económico, 
cultural, vital, afectivo. 

La realización de este segundo ámbito de la política plantea una contra-
dicción porque, si se mantiene la necesidad de una estructura autoritaria de 
síntesis política, sólo puede realizarse a través de una difusión del instituto 
representativo en todos los aspectos de la vida social, es decir,  mediante 
una estatalización de la sociedad que remitiría a una suerte de totalidad de la 
política como la que encontramos en rousseau. Por el contrario, si se aspira 
a una socialización del Estado, a su absorción por la organización social de 
lo colectivo, el momento específicamente autoritario del poder del Estado 
debería desaparecer y con él, el propio Estado37.

Ambas representaciones políticas son contradictorias por cuanto, en la 
primera, “política” alude al modo de funcionamiento propio del Estado-
aparato en atención a su propia reproducción y a los fines y tareas constitu-
cionalmente establecidos, mientras que en la segunda, “política” alude a las 
formas y mecanismos de relación y condicionamiento que los gobernados 
entablan con sus gobernantes para que la acción del Estado responda a los 
fines, anhelos, deseos, aspiraciones de los propios gobernados. y es una 
profunda paradoja porque no es sólo una contradicción en la constitución, 
sino que es una contradicción entre la aspiración constitucional última (la 
emancipación humana: la autodeterminación de los hombres sin mediaciones 
autoritarias) y el medio que se ha dado para lograrlo: el Estado. Esto ya fue 
señalado por Vezio crisaFulli cuando afirmaba que “il processo di svilup-
po della democrazia incontra, dunque, un limite, per dir così, naturale, che 
consiste nell’esistenza di uno stato”38.

A efectos analíticos, la consideración jurídico-constitucional contemporá-
nea de la participación, su naturaleza jurídica y efectos, y su inserción en la 

el ordenamiento jurídico español mediante la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos 
Políticos y la declaración de compatibilidad constitucional realizada por la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 48/2003, de 12 de marzo, en la que se afirma la capacidad de configuración legal 
de los fines de los partidos políticos sobre la base del art. 6 de la Constitución de 1978.    

37   Como ya señalara Vezio crisaFulli: “una completa dispersione dell’autorità nel corpo 
sociale implicherebbe la totale disgregazione anche di questo ultimo” (“Stato democratico e 
società, oggi”) (1982), en íd., Stato, popolo, gobernó, Milán, 1985, p. 335. 

38  Ibídem.
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forma estructuralmente representativa del Estado, puede hacerse desde dos 
puntos de vista interrelacionados entre sí:

a) Desde el punto de vista de la soberanía, debe estudiarse la inclusión de 
las instituciones participativas en la forma de gobierno, su consideración o no 
como medios de ejercicio de la soberanía que trascienden la mera consulta 
y, por tanto, la posibilidad de abrir circuitos representativos distintos de los 
partidocráticos con funciones bien de participación en la decisión, bien de 
dirección política de las instituciones, en el sentido que los italianos dan al 
término indirizzo politico39.  La distinción entre instituciones participativas 
que son auténticos ejercicios de soberanía y las que son instrumentos de 
mera defensa sectorial de intereses parciales no sólo tiene interés para fun-
damentar jurídicamente el carácter vinculante o meramente consultivo de la 
participación, sino también a la hora de enmarcarlas o no en el contenido 
de derechos políticos susceptibles del máximo grado de garantía. De esta 
suerte, al problema  clásico sobre el significado y el papel de las formas de 
democracia directa en los Estados representativos, se uniría el nuevo de las 
instituciones de participación ciudadana. Desde esta perspectiva, la partici-
pación se estudia en su relación con el núcleo mismo de la caracterización 
constitucional del Estado y por tanto en su capacidad de condicionar la 
interpretación constitucional del Estado en su conjunto. 

b) Desde el punto de vista de la dinámica representativa, las instituciones 
participativas podrían contemplarse por su relación con los distintos aspectos 
de la representación política. Ello supondría una elaboración específicamente 
democrática de la representación, que abandonara los elementos autoritarios 
de la teoría clásica, y en la que resultara posible contemplar la participación 
como un complemento de la representación destinado a hacer más eficaces 
determinados aspectos que resultan débiles o insuficientes en las democracias 
representativas, particularmente aquellos destinados a la integración insti-
tucional del pluralismo. Como es conocido, HannaH PitKin, en uno de los 
mayores esfuerzos teóricos realizados hasta la fecha para sistematizar teóri-
camente la representación política, establece cinco dimensiones que remiten 
a otros tantos aspectos de la representación íntimamente relacionados entre 
sí: la representación como autorización; la representación como descripción 
o representatividad; la representación como receptividad (responsivness); la 
representación como rendición de cuentas o responsabilidad (accountability); 
y la representación simbólica o legitimidad40. En este sentido, instituciones 

39  Entendido como una actividad directiva dotada de auténtica fuerza normativa que, bien 
concreta los fines constitucionales (Cfr. M. dogliani. Indirizzo político: riflessioni su regole e 
regolarità nel diritto costituzionale, Nápoles, Jovene, 1985, pp. 224 y ss.), bien establece fines 
políticos a los procesos de producción normativa (Cfr. V. crisaFulli. “Per una teoría giuridica 
dell’indirizzo político”, en Studi Urbinati, Serie A, n.os 1-4, 1939, pp. 73-79). 

40   Ver H. PitKin. The concept of representation, Berkeley, University of California Press, 
1964.
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como el voto programático y la revocatoria de cargos electos serían un ins-
trumento jurídico más fuerte de responsabilidad y receptividad, que la mera 
sanción electoral, y además reforzaría el entendimiento de la autorización 
no sólo como “investidura de autoridad”41, sino como “representación de-
cisional” o elección de un programa determinado42. Desde el punto de vista 
de la representatividad, los instrumentos participativos pueden contemplarse 
como mecanismos destinados a hacer presentes en otros ámbitos del Estado 
algunas de las demandas sociales que los partidos han sido incapaces de in-
corporar43 y que son mediadas por organizaciones distintas que reclamarían 
un espacio propio de integración e incluso, como mecanismos de incidencia 
en el propio funcionamiento interno de los partidos políticos44. Desde el 
punto de vista de la receptividad, las instituciones participativas podrían 
contemplarse bien como esos mecanismos institucionales de recepción de 
demandas que exige la constante condición de capacidad de respuesta en 
que según HannaH PitKin consiste la responsivness45, bien como auténticas 
instituciones de autogobierno ciudadano46. 

El problema es que, si se pretenden analizar en profundidad estas funciones 
de complemento en materia de receptividad, lo cierto es que no las realizan 
únicamente las instituciones que de modo ordinario podemos considerar 
participativas, esto es la presentación directa de intereses en procedimientos 
administrativos o la consulta en actividades preparatorias de leyes o actos 
administrativos, sino también toda una suerte de acciones permitidas por el 
ordenamiento jurídico, como actividades inorgánicas y extrainstitucionales 
de presión más propias de los lobbies que de la organización política clásica 
e incluso la defensa jurisdiccional de derechos individuales o de grupo en 
tanto destinada a generar una determinada lectura de la constitución favo-

41  Ibíd, p. 43.
42   A esta dimensión decisional de la representación se refieren a. M. abellÁn. “Pro-

blemas representativos y participativos de los ciudadanos: la democratización de los partidos 
políticos y la perspectiva electoral”, en J. asensi sabater (ed.). Ciudadanos e instituciones en el 
constitucionalismo actual, Valencia, Tirant lo Blanch, 1997, o r. gargarella. “Representación 
plena, deliberación e imparcialidad”, en J. elster (ed.). La democracia deliberativa, Barcelona, 
Gedisa, 2001.

43  Un análisis de las mismas puede encontrarse en r. J. dalton, Citizen politics in 
Western democracies, Chatham, N. J., Chatham House Publishers, 1988; C. oFFe. Partidos 
políticos y nuevos movimientos sociales, Madrid, Sistema, 1988 y s. tarroW, “Mad cows and 
social activists: contentious politics in Trilateral democracies”, en s. J. PHarr y r. d. PutnaM 
(eds.). Disaffected democracies. What’s troubling the trilateral countries, Princeton, Princeton 
University Press, 2000. 

44   Ver a este respecto, r. blanco Valdés. “Ley de bronce, partidos de hojalata (crisis de 
los partidos y legitimidad democrática en la frontera del fin de siglo)”, en A. Porras nadales, 
El debate sobre la crisis de la representación política, Madrid, Tecnos, 1996.

45  Cfr. H. PitKin. The concept of representation, cit., p. 233.
46  Ver , en este sentido, b. barber. Strong Democracy. Participatory Politics for a New 

Age, Berkeley, University of California Press, 1984.
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rable a los intereses de los litigantes que se convierta en jurisprudencia con 
efectos generales. De esta suerte, y dada la fuerte conexión entre recepti-
vidad y legitimidad, todas estas actividades pueden reconducirse, directa o 
indirectamente, al ámbito de legitimación del Estado que antes correspondía 
exclusivamente a la representación de intereses.

De los dos elementos de significado (“democracia” y “representación”) 
que conforman la locución “democracia representativa”, el ámbito denotativo 
correspondiente a la “representación” es más amplio y determinante que el 
que corresponde a la “democracia”, toda vez que desde el arsenal conceptual 
de la “representación” se ha fundamentado todo el ciclo de la vida institu-
cional del Estado, desde la constitución de la autoridad estatal hasta su re-
producción y continuidad, correspondiendo a la “democracia” la progresiva 
configuración material de lo que, en principio, era una aspecto parcial de la 
teoría de la representación, como es la relación entre sociedad y autoridad y, 
particularmente, la caracterización de esa relación como política, entendida 
como autonomía del representante a la hora de atender los intereses, deman-
das y concepciones del bien parciales que se han determinado socialmente, 
o como jurídica, entendida como vínculo con esos intereses, demandas y 
concepciones parciales47. La “democracia” se ha venido entendiendo como 
“corrección” o “interpretación” democrática de la “representación”, que debe 
pasar de ser construcción racional y fundamento abstracto de la unidad de 
poder y decisión del Estado, a auténtica relación representativa que integre 
en la vida institucional del Estado la fragmentación y diversidad de la vida 
social, convirtiéndose así en medio de ejercicio de la soberanía por parte de 
los ciudadanos. De esta suerte, no es posible caracterizar las democracias 
representativas partiendo de la concreta forma institucional de gobierno que 
cada constitución se ha dado, sino que es menester resolver primero las cues-
tiones problemáticas que plantea la forma de Estado, es decir las relativas 
al significado, alcance y límites de la representación y sus relaciones con la 
soberanía popular y el principio democrático, pues será desde ellas, y esta es 
la propuesta metodológica que aquí se mantiene, como podrá interpretarse 
adecuadamente la separación de poderes, es decir la estructura orgánica de 
la constitución y el reparto de funciones y competencias. 

Sin embargo, proceder conforme a este correcto esquema interpretativo, 
que va de lo general a lo particular, no resulta sencillo, toda vez que no existe 
un concepto constitucional de representación o de soberanía, sino que tales 

47  Sobre este dualismo de la representación, cfr. L. carlasarre, “Problemi attuali della 
rappresentanza política”, en aa. VV. Percorsi e vicende attuali della rappresentanza política. Atti 
del Convegno di Milano del 16-17 marzo 2000, Milán, 2001, pp. 25-28, donde observa que “la 
tendenza ad enfatizzare la distanza della rappresentanza política, dal modelo civilistico, esprime 
l’intento di eliminare il ’rapporto’ cioè di esasperare il distacco dei rappresentanti rispetto ai 
rappresentati”.
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conceptos tienen que ser reconstruidos acudiendo a elaboraciones doctrinales 
y a diferentes contenidos constitucionales, de suerte que las concretas regu-
laciones constitucionales cuya interpretación debía quedar condicionada por 
el significado general de la representación y su relación con la soberanía, ha 
servido ya para concretar el significado de estas instituciones y, por tanto, 
ha condicionado su contenido y alcance.

Desde un punto de vista institucional, en las democracias contemporáneas 
no se da  sólo un proceso de autonomización del poder ejecutivo respecto al 
legislativo, quizá el fenómeno más evidente y más estudiado, sino que ello 
se inscribe en un proceso escalonado de relativa autonomización del Estado 
y de los intereses sociales respecto a la dirección y control políticos: auto-
nomía de la representación política respecto a su base electoral, creciente 
autonomía de los aparatos burocráticos frente a las instancias políticas del 
Estado (no sólo el parlamento, sino el propio poder ejecutivo) y autonomía 
de los intereses organizados frente al pueblo y sus representantes parlamen-
tarios a la hora de negociar, imponer o influir decisiones en cada uno de estos 
ámbitos relativamente autonomizados de decisión. Contemporáneamente, la 
sociedad se manifiesta en el ámbito público con una organización cada vez 
más abigarrada (partidos catch all, movimientos sociales, en la heterogenei-
dad de organizaciones que comprende la expresión, grupos de presión) que 
concurren entre sí para tener contacto con el Estado e influir las decisiones 
en el terreno de la administración que encuentra a su vez un campo autóno-
mo de legitimación participativa de sus actos. La resultante es una difusión 
capilar del instituto representativo y de la participación en todo el tejido 
social (regiones, municipios, organizaciones de barrio, consejos escolares, 
movimientos sociales, implicación de los sindicatos en las políticas de aus-
teridad, etc.) y la correlativa pretensión de encuadramiento institucional de 
todas las dinámicas sociales. 

La valoración doctrinal de estos procesos en Europa ha sido, por lo general, 
negativa. En los años 60, Jürgen HaberMas, encuentra en ellos un abandono 
del ideal de emancipación política del ciudadano a favor del “cliente” de la 
sociedad de consumo, lo que se manifiesta en el ámbito público en un con-
tacto entre sociedad y Estado esencialmente apolítica, “una genérica actitud 
reivindicativa, que espera asistencia sin querer imponer decisiones”48. En los 

48  Cfr. J. HaberMas. El concepto… cit., p. 38. En la misma línea señala Pedro de Vega 
que la “democracia participativa”, lejos de suponer una calificación del sistema democrático, 
supone su degeneración, toda vez que debilita la condición de ciudadano a favor de las diferen-
tes categorías sociales y profesionales de los mismos, y la idea de interés general se pierde de 
perspectiva ante la afloración de los intereses más inmediatos y concretos [P. de Vega. “Legiti-
midad y representación en la crisis de la democracia actual”, en a. Monreal (ed.), La división de 
poderes: el poder legislativo, Barcelona, 1998, pp. 41-42]. La crítica del profesor de Vega puede 
entenderse como extensiva a las formas de democracia directa, toda vez que también éstas, como 
ha analizado en repetidas ocasiones la doctrina italiana, tiene la función de estímulo y corrección 
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años 70, para claus oFFe el resultado final de estos procesos es una misti-
ficación de las auténticas funciones capitalistas del Estado, “haciendo pasar 
todo lo que sucede como el resultado de intenciones populares”49. A finales 
de esa década, luigi FerraJoli alerta sobre las tentaciones autoritarias de lo 
que denomina “exaltación de la representación” de la democracia consensual, 
que terminaría en una progresiva estatalización de la sociedad50. Pasada la 
época de análisis y crítica del Estado social y de sus crisis, y certificada de 
forma empírico-analítica la subordinación del Estado contemporáneo al 
capital global, se encuentran valoraciones más positivas de estos procesos, 
particularmente su virtualidad de hacer emerger la realidad en el derecho, 
lo que daría instrumentos para la depuración conceptual a la que hacía refe-
rencia más arriba51.   

Desde un punto de vista jurídico, la recepción de estos fenómenos por 
el ordenamiento jurídico no resulta homogénea ni en la interpretación 
doctrinal ni en la práctica de los Estados constitucionales, heterogeneidad 
que puede observarse en los diversos usos que se dan a la categoría “de-
mocracia participativa”. Existe un consenso prácticamente generalizado en 
calificar los Estados constitucionales contemporáneos como “democracias 
representativas” para denotar que, aunque la totalidad de la ciudadanía está 
constitucionalmente llamada a participar en la determinación de la voluntad 
general conforme al carácter popular de la soberanía, el ejercicio ordinario, 
continuado y prácticamente absoluto de las funciones públicas recae sobre 
representantes elegidos bien directamente, bien mediante elecciones de se-
gundo grado52. Es decir, lo que se quiere poner de manifiesto es que el uso 
del término “democracia” en las constituciones no está referido a su noción 
clásica de identidad entre gobernantes y gobernados53, sino que los Estados 

de las instituciones de democracia representativa, pero con ella los riesgos de convertirse en una 
representación de lobbies (a. barbera, “Rappresentanza e diritti di partecipazione nell’eredità 
della Rivoluzione francese”, en aa.VV. Nuove dimensioni nei diritti di libertà. Scritti in onore di 
Paolo Barile, Padua, Cedam, 1990, pp. 44-45).

49 Cfr. c. oFFe. Lo stato… cit., p. 65, 145-147.
50 Cfr. l. FerraJoli. “¿Existe una democracia representativa?”, cit., p. 62.
51 Quizá el autor más representativo a este respecto sea carlos de cabo Martín. ver 

Teoría constitucional de la solidaridad, Madrid, Marcial Pons, 2006.
52  Por mi parte, he intentado realizar una construcción de la forma de Estado venezolana 

bajo la vigencia de la Constitución de 1999 por referencia al principio participativo de gobierno 
en M. criado de diego, “Democracia y derechos participativos: elementos de ruptura con la 
democracia liberal”, en F. Palacios roMeo y d. VelÁzquez reque, Estudios sobre la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela. X Aniversario, Caracas, Procuraduría General de la 
República, 2009, pp. 45 y ss. 

53  En términos ideales, “democracia representativa” es un oxímoron, toda vez que “demo-
cracia” significa una reunión del pueblo consigo mismo, un ejercicio directo de la soberanía sin 
intermediarios que se interpongan entre la decisión y quien decide: una coincidencia subjetiva, 
espacial y temporal entre titular y ejerciente del poder. Por el contrario, la “representación” con-
siste en la creación de una autoridad y, por tanto, la separación entre gobernantes y gobernados, 
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contemporáneos son democracias aún persistiendo una separación entre los 
detentadores formales del supremo poder del Estado (el pueblo soberano) 
y la autoridad que efectivamente ejerce ese poder (los representantes), de 
suerte que, en principio, es posible mantener el carácter representativo incluso 
de aquellas democracias que han introducido instituciones de participación 
directa, sectorial o administrativa de los ciudadanos. 

Es cierto también que la introducción generalizada de diferentes mecanismos 
de democracia directa en las constituciones posteriores a la Segunda Guerra 
mundial ha llevado a distintos autores a adoptar la categoría “democracia 
participativa” si bien, salvo en el caso de las recientes constituciones de la 
Región andina, esta locución no se utiliza tanto para calificar el Estado en 
su totalidad, sino un conjunto de instituciones ora de participación directa 
de los ciudadanos, ora de generación de circuitos representativos sectoriales 
con una base organizativa distinta de los partidos políticos.

A mi juicio, la cuestión más relevante a este respecto es establecer si 
los procesos e instituciones que, de una forma más o menos vaga, pueden 
encuadrarse bajo la rúbrica “democracia participativa”, suponen una rees-
tructuración específicamente democrática de la forma de Estado, y por 
tanto de los conceptos de soberanía, democracia y representación, a cuya 
luz interpretar y valorar la regulación funcional y competencial propia de la 
forma de gobierno; o si, por el contrario, no afectan a la estructura esencial-
mente representativa y limitadora del ejercicio directo de la soberanía por el 
pueblo de la forma de Estado burgués. Originalmente, en su formulación en 
los años sesenta del siglo xx, con “democracia participativa” se aludía a la 
aspiración de superar la mera democracia política o institucional y extender 
la democracia a las relaciones sociales y económicas. De esta suerte, la de-
mocracia participativa se entendía como una auténtica forma de Estado que 
reclamaba trasformaciones estructurales en la manera de entender tanto las 
funciones públicas como sus ámbitos de actuación54. Frente a esta posición 

denotando el tipo de relación que existe entre la autoridad y los sometidos a ella. Sin embargo, 
en su pura idealidad, ninguno de los términos es perfectamente realizable: incluso en una hi-
pótesis de máxima difusión del poder en un sistema de absoluto y directo autogobierno de la 
colectividad, siempre subsistiría una contraposición lógica e histórica entre las manifestaciones 
unitarias del poder gobernante y las manifestaciones individuales sometidas a ese autogobierno. 
Por otro lado, un sistema capaz de representar completamente todos los intereses, conflictos y 
composiciones sociales sin exclusión, ya no estaría representando nada, sino reproduciendo la 
complejidad social en la autoridad: sería una democracia.

54   En el ámbito de la ciencia política, en los ee.uu. diversos autores utilizan este concepto 
desde la década de los sesenta, para referirse al movimiento estudiantil de aquellos años que 
fue seguido por otras reivindicaciones obreras a favor de la democracia en las empresas. Estas 
tendencias participativas fueron analizadas en el monográfico de la revista Nomos, n.º xVi, Nueva 
york, 1975, “Participations in politics”. Se ha referido a la “democracia participativa” como 
modelo de democracia c.b. MacPHerson, para quien dicho modelo, aún difuso y sin estar aca-
bado, como los modelos competitivo y pluralista, tendría como objetivo hacer más democrática 
la democracia, tratando de compensar los déficits de otros modelos (ver La democracia liberal 
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globalizadora y constructivista, la doctrina constitucional dominante realiza 
una distinción en el ámbito de la democracia participativa, entre instituciones 
de democracia directa o semidirecta (singularmente, el referéndum y la ini-
ciativa legislativa popular), que son formas de ejercicio de la soberanía55, e 
instituciones de participación administrativa sectorial, distintas del ejercicio 
directo de la democracia por cuanto no tienen carácter político56. 

Según la doctrina consolidada, las primeras deberían interpretarse de un 
modo funcional al carácter representativo general del Estado y los poderes 
constitucionales, afirmando, como hace ernst-WolFgang böcKenFörde, que 

y su época, Madrid, Alianza, 1982, pp. 113-137). En el ámbito jurídico, dentro de la doctrina 
italiana Pier luigi zaMPetti utiliza el concepto de “democracia participativa” como el que califica 
la forma de Estado y de gobierno propia del Estado social (vid. “L’art. 3 della Costituzione e il 
nuovo concetto di democrazia partecipativa”, en aa.VV. Studi per il xx aniversario dell’Assemblea 
Costituente, vol. ii, Florencia, 1969, pp. 513 y ss. e íd., “Democrazia rappresentativa e democrazia 
partecipativa”, en aa.VV. Quarant’anni dalla Costituzione, Padova, Cedam, 1990, pp. 11-23). 
En la misma línea, cfr. M. cHiti. Partecipazione popolare e pubblica amministrazione, Pisa, 
Pacine, 1977, pp. 122 y ss. Con la misma intención de completar la democracia política con la 
democracia social y económica, utiliza el término elías díaz (vid. Estado de derecho y sociedad 
democrática, 6ª ed., Madrid, Cuadernos para el Diálogo, 1975, pp. 127 y ss.).

55  Cfr. a este respecto, en la jurisprudencia constitucional española, los Autos 299/1990, FJ 
2; 26/1985, de 16 de enero; 592/1985, de 18 de septiembre; 428/1989, de 21 de julio; 570/1989, 
de 27 de noviembre y 140/1992, de 25 de mayo; y las Sentencias 63/1987, de 20 de mayo, FJ 
5, obiter dicta y 76/1994, de 14 de marzo, FJ 2. 

56   Cfr. g. u. rescigno. Corso di diritto pubblico, 3ª ed., Bolonia, Zanichelli, 1990, pp. 
332 y 335 y g. PaloMbella, “A proposito di partecipazione”, en Sociología del diritto, n.º 3, 
1991, p. 57. La “democracia participativa” no supone un aumento de los espacios donde puede 
ejercitarse el derecho de voto, que según Bobbio supone el índice de desarrollo de una democracia 
(n. bobbio. Il futuro della democrazia, Turín, Einaudi, 1984, pp. 16 y 50-53). Igualmente, el 
Tribunal Constitucional español, en la Sentencia 119/1995, de 17 de julio, señala, refiriéndose 
a la información pública y a otras formas de participación administrativa que “se trata de mani-
festaciones que no son propiamente encuadrables ni en las formas de democracia representativa 
ni en las formas de democracia directa, incardinándose más bien en un ‘tertium genus’ que se 
ha denominado democracia participativa” (FJ 6) y que suponen “manifestaciones del fenómeno 
participativo” que carecen de carácter político por ser voluntades parciales (FJ 4). En la línea 
de lo afirmado por el Tribunal Constitucional, particularmente desde la Sentencia 51/1984, de 
25 de abril, cfr. l. lóPez guerra. “El derecho de participación del artículo 23.1 ce”, en aa.VV. 
Derechos fundamentales y libertades públicas, vol. ii, xiii Jornadas de Estudio, Servicio Jurí-
dico del Estado, Ministerio de Justicia, Madrid, 1993, pp. 1171-1174 y P. biglino caMPos. “La 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre el derecho de participación política del artículo 
23”, en Revista General del Derecho, n.º 514-515, 1987, pp. 3917-3918. Partidarios de una 
interpretación extensa del ámbito de la participación prevista en el art. 23.1 de la Constitución 
española son J.a. santaMaría Pastor, “Comentario al artículo 23.1”, en F. garrido Falla (dir.). 
Comentarios a la Constitución, Madrid, Civitas, 1980, pp. 443 y ss., A. sÁncHez blanco. “Los 
derechos de participación, representación y de acceso a funciones y cargos públicos: la corrección 
de la unilateral perspectiva política”, en Revista Española de Derecho Administrativo, n.º 46, 
1985, pp. 210 y ss, l. aguiar de luque. “Artículo 23. Derecho de participación”, en o. alzaga 
(dir.), Comentarios a las leyes políticas, vol. ii, Madrid, Edersa, 1984, pp. 660-661, y g. ariño 
ortiz y J. M. souVirón. Constitución y colegios profesionales, Madrid, Unión Editorial, 1984, 
pp. 56-57. 
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la forma de Estado constitucionalmente establecida reduce necesariamente 
las formas de participación directa. Puesto que el objetivo de la forma de 
Estado es crear un poder de dirección como condición necesaria de continui-
dad en el tiempo de toda organización política, y puesto que la democracia 
directa sólo puede actuar allí donde no se precise la existencia y continuidad 
de una unidad de acción y decisión, la democracia no puede ser una forma 
de Estado y el pueblo sólo puede actuar a través de una organización del 
poder, sometido a unas autoridades que han de disponer de un cierto grado 
de libertad. De esta suerte, el papel reservado al referéndum o a la iniciativa 
popular es puntual, de corrección del poder de dirección llevado a término 
por los órganos representativos, pero nunca de contrapoder de estos órga-
nos57, con lo que la estructura representativa de los Estados constitucionales 
no se vería alterada58. En la misma línea el Tribunal Constitucional español 
afirma que la forma de Estado, la forma de gobierno constitucionalmente 
establecida, la monarquía parlamentaria del artículo 1.3 ce, privilegia las 
formas representativas de participación sobre las directas. Así, las formas de 
democracia directa, tendrían una posición marginal: “los supuestos habrán de 
ser, en todo caso, excepcionales en un régimen de democracia representativa 
como el instaurado por nuestra constitución”59.

Para las segundas instituciones, se reserva el término “democracia partici-
pativa”, como una suerte de tertium genus entre la democracia representativa 
y la democracia directa, que hace referencia bien a la actividad desarrollada 
por órganos o por ciudadanos, individualmente o como representantes de 
organizaciones portadoras de intereses sociales, con la finalidad de influir 
en la gestión de los poderes públicos, sin que esta actividad se traduzca di-

57  Cfr. e. W. böcKenFörde, “Democracia e rappresentazione”, en Quaderni Costituzionali, 
n.º 2, 1985, pp. 241-242. En un sentido distinto, para Hans Peter scHneider la relación entre la 
representación democrática y la participación democrática no se pueden plantear en términos de 
disyuntiva, sino que ambas son necesarias y eficaces y, por tanto, complementarias en todas las 
fases del proceso político, desde la formación de la opinión pública hasta la decisión estatal. El 
autor diferencia el principio de participación democrática de la participación directa, es decir, 
el modelo asambleario de participación permanente (Rätemodel), que no considera apto para 
afrontar los complejos problemas de la moderna sociedad industrial en situaciones normales y 
que obligaría a una politización constante de la población (“Soberano sin poder. Representación 
y participación del pueblo como problema de legitimación de la soberanía democrática”, en íd., 
Democracia y constitución, Madrid, cec, 1991, pp. 249-272). Una concepción de la democracia 
participativa como democracia directa opuesta a la democracia representativa puede encontrarse, 
dentro de la doctrina italiana, en P. barile, Istituzioni di diritto pubblico, 6ª ed., Padova, Cedam, 
1991, p. 495 y l. Paladin. Diritto costituzionale, 2ª ed., Padua, Cedam, 1995, p. 259.

58   robert daHl utiliza un concepto de democracia participativa que, sin alterar la estructura 
básica de los sistemas representativos contemporáneos, incide en el impulso de los mecanismos 
de información y control sobre la actividad de los órganos públicos, en La Democracia y sus 
críticos, Barcelona, Paidós, 1992, p. 262 y 406. En sentido semejante, g. JÁuregui, La democracia 
en la encrucijada, Barcelona, Anagrama, 1994, pp. 120-122.

59  Cfr. Sentencias 76/1994 y 119/1995, de 17 de julio.
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rectamente en actos jurídicos que concluyen un procedimiento legislativo, 
administrativo o jurisdiccional60; bien a formas de participación sectorial 
territorial desarrolladas a partir del ejemplo paradigmático de los presupuestos 
participativos de Portoalegre61. 

Como se ha establecido a lo largo del trabajo, existen dos aspectos o mo-
mentos de la representación: la situación de poder del representante cuyos 
actos se imputan a la totalidad social y que supone un momento estático de la 
representación; y la relación entre representante y representado, que consiste 
en un momento dinámico de la representación. Reconducir ambos aspectos 
a una única función representativa sin sacrificar el contenido de ninguno de 
ellos no es tarea fácil e históricamente se ha producido allí dónde lo reducido 
de las funciones estatales y el carácter socialmente homogéneo del cuerpo 
electoral permitieron afirmar, en lo jurídico, la centralidad del parlamento 
y la ley en el sistema institucional y de fuentes del derecho; y, en lo social, 
una continuidad real de intereses entre cuerpo electoral y gobernantes, ambos 
pertenecientes a una misma clase. Caracteres ambos que remiten al Estado 
liberal en su versión parlamentaria europea con sufragio restringido. Fuera de 
este supuesto histórico concreto, manifiestamente antidemocrático, no cabe 
hablar sino de una general relación contradictoria62 entre aspecto estático y 
relacional de la representación, entre autoridad y participación: al fin y al 
cabo, entre soberanía y constitución63. Una relación contradictoria que se 
concreta en la tensión entre parte orgánica de la constitución, que configura 
de forma estática y originaria las competencias y funciones decisorias de 

60   Es el concepto de “democracia participativa” desarrollado por alessandro Pizzorusso. 
El profesor Pizzorusso se refirió por primera vez al concepto de “democracia participativa” en 
relación con las formas de participación en el poder judicial (íd., “Democrazia participativa e 
attività giurisdizionale”, en Quale giustizia, n.º 33, 1975, pp. 340 y ss. e íd., L’organizzazione 
della giustizia in Italia, 3ª ed.,Turín, Einaudi, 1990, pp. 73-80) y, posteriormente, en los órga-
nos parlamentarios (“Democrazia participativa e attività parlamentare”, en aa.VV. Parlamento, 
Istituzioni, democrazia, Milán, Giuffrè, 1980). Nuevas elaboraciones pueden encontrarse en íd., 
Sistema istituzionale di diritto pubblico italiano, 2ª ed., Nápoles, Jovene, 1992, p. 338 y en íd., 
Sistemi giuridici comparati, 2ª ed., Milán, Giuffrè, 1998, pp. 194-195. 

61  allegretti.
62   Cabe incluso hablar de tensión en experiencias históricas contemporáneas del Estado 

liberal europeo, como el constitucionalismo originario estadounidense, particularmente de tensión 
entre la Republic del gobierno federal establecido en la Constitución de 1787 y la Democracy 
de los primeros Estados confederados; pero también, dentro de la propia Republic federal, de 
tensión entre órganos representativos de la mayoría social de los desposeídos (la Cámara de 
representantes) y órganos representativos de la elite gobernante (Senado y Presidente de la 
República). 

63  De una relación conflictiva entre constitución y poder soberano habla M. FioraVanti. 
Costituzione e popolo sovrano, cit., p. 8, basado en la “ambivalenza, per cui la costituzione è la 
massima espressione di volontà del popolo sovrano, ed insieme il luogo in cui il suo autore, il 
popolo medesimo, si dissolve, e perde il suo carattere originario di soggetto sovrano”, que considera 
tal ambivalencia “una costante, un carattere di fondo, dell’intera esperienza costituzionale degli 
ultimi due secoli, e non solo delle costituzioni dell’ultima generazione” (p. 7).
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los órganos públicos abarcando desde el impulso político general hasta la 
aplicación concreta del mismo, y parte ideológica de la constitución, que 
declara al pueblo titular de la soberanía, y por tanto de la suprema potestad 
de gobierno, lo que parece reclamar que ese impulso político general, lo 
que los italianos llaman indirizzo político, corresponda  al soberano; en la 
tensión entre una interpretación estática de la constitución que parta pres-
criptivamente de la atribución competencial y funcional, acomodando en 
sus límites la participación democrática y dejando al pueblo la titularidad 
de una nuda soberanía sin posibilidades reales de ejercicio determinante, y 
la función histórica de recomposición del nexo entre sociedad y Estado que 
están cobrando las dinámicas participativas en un contexto de degeneración 
autoritaria del Estado de partidos. 

Podemos considerar esta contradicción como estructural o constitutiva del 
constitucionalismo, en su doble misión de organizar la renovación del poder 
del Estado y garantizar su continuidad, por una parte, y de llevar a cabo la 
emancipación humana de la que el propio poder estatal se entiende como 
garantía, por otra. Esta contradicción no es resoluble ni en la constitución ni 
en el Estado que, como hemos visto, es un límite irreductible de la aspiración 
a una autodeterminación sin mediaciones autoritarias. No se trata por tanto 
de resolver la contradicción, sino de replantear la cuestión que dio origen 
al dogma de la soberanía del Estado, esto es la relativa a la distinción entre 
titularidad y ejercicio de la soberanía y a la dualidad Estado-sociedad, y 
tratar de resolverla maximizando los términos democráticos y minimizando 
los autoritarios. A este respecto, resulta de especial trascendencia el esfuer-
zo realizado por la doctrina italiana a la hora de interpretar el art. 1.º de la 
Constitución de 1947.

En la dogmática clásica de la soberanía del Estado y en la evolución del 
Estado de partidos, la cuestión se resuelve subsumiendo a la sociedad en el 
aparato del Estado, o, en otra terminología, subsunción del Estado- comunidad 
en el Estado-persona (de derecho). Para lo que aquí interesa, vale el punto 
de partida de la dogmática clásica: la soberanía no preexiste al derecho, sino 
que se organiza con el derecho64. La soberanía es un poder jurídico, some-
tido a la constitución, y consiguientemente a límites y procedimientos. En 
términos teóricos, antes de la constitución no existe soberanía: lo que existe 
es poder desnudo, salvaje, capaz de hacerse valer en tanto que poder y no en 
tanto que derecho. Pero esto no resuelve el problema: lo único que nos dice 
es que el ordenamiento jurídico estatal prevalece en el ámbito interno sobre 
cualquier otro ordenamiento jurídico, lo que es la base de la consideración 
del Estado como soberano en el ámbito internacional, pero ello no condi-
ciona las relaciones entre el Estado y sus ciudadanos, ya que, en el ámbito 

64   Sobre este punto, cfr. c. esPosito. “Commento all’art. 1 della Costituzione” (1948), 
en íd., La costituzione italiana. Saggi, cit., pp. 10-11.
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internacional, el Estado es soberano con independencia de cómo se construya 
internamente esta relación65.

La cuestión tampoco se puede resolver considerando, como hace JellineK, 
que el pueblo es un órgano del Estado: el pueblo no es órgano del Estado, ni 
se identifica con el cuerpo electoral ni con la mayoría, ni siquiera el cuerpo 
electoral puede considerarse como órgano del Estado66. El pueblo no es 
órgano del Estado, porque no existe ninguna relación orgánica entre el con-
junto de los ciudadanos vivientes y aparato del Estado, toda vez que, en los 
ordenamientos constitucionales vigentes no existen actos del pueblo que se 
imputen directamente al Estado, todo lo más, actos del cuerpo electoral. El 
cuerpo electoral no puede considerarse como un órgano representativo del 
pueblo, porque no es cierto que el pueblo sólo tenga relevancia jurídica en 
cuanto organizado como cuerpo electoral, desde el momento en que tanto a los 
ciudadanos como a los grupos en que se integran se les reconocen derechos 
políticos distintos del derecho de sufragio, como el derecho de asociarse en 
partidos políticos, el derecho de petición, la iniciativa legislativa popular etc., 
así como derechos de relevancia política, como el derecho de manifestación 
o la libertad de expresión, entre otros. El cuerpo electoral no es órgano del 
Estado, porque lo contrario supone sostener que los electores son el medio 
técnico destinado a consentir la renovación de los órganos representativos del 
Estado, lo que supone una flagrante contradicción con los términos en que 
se reconoce la soberanía y se proclama el carácter representativo de ciertas 
instituciones, que consiste, precisamente, en concebir el aparato estatal de 
gobierno como representativo del pueblo y políticamente responsable frente 
a él, de suerte que el aparato del Estado es un instrumento de la soberanía 
popular y no viceversa67. La función electoral, siendo una función pública, 
no puede concebirse como una función estatal, toda vez que el interés per-
seguido por el cuerpo electoral no es un interés del aparato del Estado (la 
renovación periódica y regular de algunos de sus órganos), sino un interés 
propio de cada uno de los electores68. 

Por tanto, lo que se pretende es que los órganos representativos, y en especial 
el parlamento, se formen por obra del pueblo, entendido como contrapuesto 
a la organización estatal: es decir, que el Estado reciba su organización, al 
menos en parte, desde fuera del aparato estatal, a través de la voluntad de un 
sujeto extraño69. Esta tesis del pueblo como elemento externo y contrapuesto 

65  A este respecto, cfr. l. Paladin. Diritto costituzionale, 3ª ed., Padua, Cedam, 1998, pp. 
269-270.

66  Cfr. V. crisaFulli. La sovranità…cit., p. 22
67   Cfr. l. Paladin. Diritto costituzionale, cit., p. 270.
68  Cfr. V. crisaFulli. La sovranità… cit., p. 28.
69  Esta idea fue expresada originalmente por balladore Pallieri. Diritto costituzionale, 

3.º ed., Milán, Giuffrè, 1953, pp. 53 y ss., y desarrollada por crisaFulli en la obra que comen-
tamos..
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al Estado se debe a Vezio crisaFulli, a través de un proceso de crítica de 
la teoría de la personalidad del Estado en la que, por una parte, identifica 
la personalidad del Estado (esto es su carácter de sujeto del derecho) con 
el aparato de gobierno70 y, por otra parte, acoge la distinción entre Estado-
sociedad y Estado-gobierno que realizara carlo esPosito, para sacar fuera 
del Estado al pueblo, presentándolo como externo al aparato gobernante y, 
en consecuencia, para afirmar la función instrumental del aparato respecto 
al pueblo entendido como soberano71. Pero lo que resulta especialmente no-
vedoso e iluminador del planteamiento de crisaFulli es la formulación de 
la contraposición real entre el Estado como sujeto del derecho y el pueblo.

Ahora bien, si existe una contraposición real entre pueblo y aparato del 
Estado, es porque el pueblo es capaz de expresar una voluntad relevante, 
distinta de la que expresan los órganos del sistema político representativo. 
Pero el pueblo, concebido como unidad de voluntad, es un sujeto ideal que no 
tiene existencia real, una figura subjetiva creada por el texto constitucional 
y que constituye un centro abstracto de imputación de voluntad y de situa-
ciones jurídicas. Como ya hemos visto, el pueblo sólo puede manifestarse de 
forma unitaria por representación, ya sea esta del cuerpo electoral o de los 
órganos político-representativos. Por tanto, sostener que la soberanía sólo 
puede ejercerse mediante el cuerpo electoral (referéndum) y la representa-
ción política (únicos actos que son reconducibles al pueblo como unidad)72, 
significa volver a la situación que se pretendía superar con el reconocimiento 
de la soberanía popular: qué sólo el aparato de gobierno puede expresar con 
continuidad la voluntad soberana. y ello replantearía la paradoja de partida: 
qué sentido tiene reconocer la soberanía al pueblo, para prohibirle ejercerla.  

Sin embargo, cabe pensar que no es necesario atribuir la soberanía a un 
sujeto unitario en sentido propio. Sólo es así si trasladamos los caracteres de 
indivisibilidad de la soberanía, es decir de la potestad de gobierno supremo, 
al modo de ejercicio, que también tendrá que ser unitario. Pero es falso que 
la soberanía se ejerza de modo unitario, sino que desde un punto de vista real, 
se ejerce a través de una multitud de actos parciales y particulares que, de 
formas diversas (como presupuestos, actos preparatorios y momentos cons-
titutivos) convergen en manifestaciones unitarias de voluntad. De la misma 
forma, sólo a través de la referencia a una multitud de actos parciales puede 
formarse, explicarse y actuarse esa potestad que consideramos unitariamente 

70  Cfr. crisaFulli.  La sovranità popolare  cit., pp. 11 y ss. Una crítica, destinada a afirmar 
la identidad entre pueblo y Estado, se encuentra en tosato. “Sovranità del popolo e sovranità 
dello Stato”, en Rivista trimestrale di diritto pubblico, 1957, pp. 30 y ss. 

71   Cfr. l. carlassare. “L’mpegno per l’attuazione della Costituzione: dalle norme pro-
gramatiche alla sovranità popolare”, en aa.VV. Il contributo de Vezio Crisafulli alla scienza del 
diritto costituzionale, Padua, Cedam, 1994, pp. 59-60.  

72  Cfr., en este sentido, d. nocilla. Voz “Pueblo”, en Enciclopedia del Diritto, vol. xxxiV, 
Milán, Giuffrè, 1985, p. 363.
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como soberanía popular73. Por tanto, si desde el punto de vista dinámico de 
su formación y ejercicio, el acto soberano no requiere un sujeto unitario de 
referencia, antes bien lo pone en entredicho, no puede afirmarse que exista 
una necesidad constitucional de tal sujeto unitario de la soberanía; lo que es 
necesario es un centro de imputación de los actos unitarios que han surgido 
como resultado del ejercicio no unitario de la soberanía. Pero centro de im-
putación y sujeto jurídico en sentido propio no son la misma cosa, de suerte 
que no es posible afirmar que se requiera un sujeto unitario de ejercicio de 
la soberanía ni, por tanto que el pueblo, entendido como unidad indivisible, 
sea el único sujeto de la soberanía. Sólo quiere decir que a efectos de impu-
tación, y por tanto de nuda titularidad de la soberanía, pero no de ejercicio, 
es necesaria la “figura jurídica subjetiva” que la Constitución llama “pueblo”. 

El pueblo capaz de expresar una voluntad contrastante con la de los órganos 
político-representativos, y por tanto susceptible de una contraposición real 
con el Estado-aparato, es el “pueblo real”, el pueblo viviente, el conjunto 
de los ciudadanos. Sin embargo, el pueblo real no entendido como cuerpo 
electoral, como colectividad de individuos abstractamente iguales en virtud 
del status civitatis (caso que reproduciría el problema anterior), sino como 
colectividad tal y como se presenta en la vida real, con una estructura com-
pleja, dividida por profundas divergencias entre sus miembros y fragmentada 
en grupos e intereses. Este es el pueblo que, en términos reales, ejerce la 
soberanía porque es el pueblo al que tal ejercicio le resulta útil y sólo éste 
tiene constitucionalmente atribuido tal ejercicio. De esta suerte, el pueblo es 
titular de la soberanía, a efectos de su ejercicio, pero lo es como conjunto de 
los ciudadanos a cada uno de los cuáles le corresponde un derecho personal 
de participar, individualmente o a través de los grupos en que la sociedad 
se articule, con su propia voluntad y haciendo valer su propia orientación 
política74. El pueblo por tanto no es una unidad de la que partir, sino que el 
pueblo es una colectividad organizada siempre en formaciones particulares, 
de las cuáles no sólo pueden tomarse en consideración las referidas al cuerpo 
electoral, toda vez que la representación política no es sino una entre muchas 
formas de ejercicio de la soberanía, sino todas aquellas susceptibles de ex-
presar voluntades políticas relevantes para participar en, influir, controlar o 
dirigir la vida institucional de los órganos político-representativos.

Me cabe sólo señalar dos consecuencias relevantes de esta concepción de la 
soberanía: en primer lugar, que el ejercicio de la soberanía no puede limitarse 
a las manifestaciones del pueblo como unidad (elección, referéndum), ni a 

73  Cfr. V. crisaFulli. La sovranità…, cit., p. 33.
74    Cfr. a este respecto V. crisaFulli. La sovranità… cit., pp. 34 y 35, y g. Ferrara. 

“Alcune osservazioni su popolo, Stato e sovranità nella Costituzione italiana”, en Rassegna di 
diritto Pubblico, n.º 1, 1965, pp. 270 y ss., para el que “l’unità del popolo non è un dato acquisito 
ma uno dei fini della Repubblica, una conquista del processo democratico”. 
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las que son propiamente políticas (como pretende el Tribunal Constitucional 
español), sino a todas las formas participativas en las que se expresa el pueblo 
como multiplicidad y que son manifestación del pluralismo institucional y 
social. Las manifestaciones de la soberanía son esencialmente variadas, con 
lo que resulta contradictorio interpretar las referencias constitucionales como 
numerus clausus.  En segundo lugar, sólo desde una contraposición entre pue-
blo y aparato de gobierno puede afirmarse una auténtica función de dirección 
política de los gobernados respecto a los gobernantes, pues sólo desde este 
punto de vista puede afirmarse la existencia de voluntades contrastantes en 
la vida del Estado. De esta suerte, el pueblo real, conservando siempre el 
ejercicio ordinario de la soberanía, siempre está jurídicamente capacitado para 
hacer valer su propia voluntad en defensa de sus propios intereses, frente a 
la voluntad contrastante manifestada por los órganos de la persona estatal75. 

75   y cuyo punto límite sería el denominado derecho de resistencia colectiva (V. crisaFulli, 
La sovranità… cit., pp. 50 y 51).
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